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Se abre la sesión a las diez y cinco minutos de la 
mañana. 

El señor PRESIDENTE: Señorías, Buenos días. 
Se abre la sesión de la Comisión de Economía, Co- 

mercio y Hacienda con la comparecencia, a lo largo de 
toda la mañana de hoy, del Secretario de Estado de Ha- 
cienda, señor Zabalza Martí, que comparece por dos 
asuntos totalmente distintos, el primero de ellos es la 
petición de comparecencia por el Grupo Parlamenta- 
rio Popular, petición hecha hace tiempo y que ng se ha- 
bía podido sustanciar, aunque el tema'central de la 
comparecencia se ha tocado en alguna otra Comisión 
de Economía. Por tanto, la primera comparecencia ha 
sido solicitada por el Grupo Parlamentario Popular y 
la segunda a petición del propio Gobierno para infor- 
mar sobre los resultados de la Agencia Estatal de la Ad- 
ministración Tributaria en 1992. 

- COMPARECENCIA DEL SEÑOR SECRETARIO 
DE ESTADO DE HACIENDA (ZABALZA MARTI), 
PARA INFORMAR 

TRADA E N  VIGOR DEL ACTA UNICA EUROPEA 
E N  LA ACTIVIDAD ADUANERA QUE SE VIENE 
REALIZANDO E N  LOS PUESTOS FRONTERIZOS 
ESPAÑOLES, AS1 COMO DE LA ESTIMACION DE 
LOS EXCEDENTES DE PERSONAL QUE TALES 
CAMBIOS PROVOCARAN EN EL SECTOR DE 
AGENCIAS DE ADUANAS CON RELACION A u)S 

ACERCA DE LAS CONSECUENCIAS DE LA EN- 

NIVELES DE EMPLEO ACTUALES, Y LOS PRO- 
YECTOS Y PROPUESTAS DE LA ADMINISTRA- 
CION PARA PALIAR LAS CONSECUENCIAS 

CIALMENTE, EL ESTADO DE DESARROLU) DEL 
PROYECTO «ZAISAn. A SOLICITUD DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO POPULAR E N  EL CONGRESO 
(Número de expediente 2121001639) 

NEGATIVAS E N  ESTE SECTOR Y, MUY ESPE- 

~i señor PRESIDENTE si les parece a sus señorías, 
de acuerdo con el orden del día, empezaremos con el 
primer asunto objeto de la comparecencia, que es la pe- 
tición del Grupo Parlamentario Popular para informar 
acerca de las consecuencias de la entrada en vigor del 
Acta Unica Europea en la actividad aduanera que se vie- 
ne realizando en los puestos fronterizos españoles, así 
como de la estimación de los excedentes de personal 
que tales cambios provocarán en el sector de agencias 
de aduanas con relación a los niveles de empleo actua- 
les, y los proyectos y propuestas de la Administración 
para paliar las consecuencias negativas en este sector 
y, muy especialmente, el estado de desarrollo del pro- 
yecto «Zaisa». 

Para formular los términos de la comparecencia, tie- 
ne la palabra, por parte del Grupo Parlamentario Po- 
pular, el señor Fernández Díaz. 

El señor FERNANDEZ DIAZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. Muchas gracias, señor Secretario de Esta- 
do de Hacienda por su comparecencia. 

Efectivamente, tal y como ha dicho el señor Presiden- 
te de la Comisión, ésta era una comparecencia que nues- 
tro Grupo Parlamentario había solicitado hace muchos 
meses. y, evidentemente, los acontecimientos han ido 
evolucionando. Inclusive, después de solicitada esta 
comparecencia, se personó, también a petición de este 
mismo Grupo Parlamentario, el pasado día 9 de sep- 
tiembre ante esta misma Comisión de Economía, Co- 
mercio y Hacienda, el señor Director General de 
Aduanas e Impuestos Especiales y, con posterioridad, 
fue formulada por nuestro Grupo Parlamentario una 
pregunta oral en Pleno al señor Ministro de Economía 
y Hacienda. Por tanto, tenemos ya un importante nivel 
de información en relación con las actuaciones que el 
Gobierno ha impulsado y ha promovido con los inter- 
locutores sociales directamente afectados (centrales sin- 
dicales y Consejo General de Agentes y Comisionistas 
de Aduanas) en orden a acordar la mejor manera de 
afrontar el problema de la puesta en marcha del Mer- 
cado Unico en relación con la incidencia tan directa e 
inmediata que supone sobre la actividad normal y co- 
tidiana de los agentes y comisionistas de aduanas y, l& 
gicamente, de la población laboral empleada en dichas 
agencias de aduanas. 

No obstante, la comparecencia del señor Secretario 
de Estado de Hacienda nos puede ser también de enor- 
me utilidad para conocer la última hora de la evolución 
de la situación, a cuyos efectos, simplemente, me per- 
mito recordar que nosotros tenemos conciencia de que 
el preacuerdo al que se había llegado en el mes de ju- 
lio del pasado año en la mesa tripartita, constituida en 
la sede del Ministerio de Economía y Hacienda, y que 
el Director General de Aduanas nos comunicó en la 
comparecencia en esta Comisión -a la que anterior- 
mente he aludido- que sería perfeccionado a lo largo 
de los meses de septiembre y octubre, fue finalmente 
perfeccionado el 22 de diciembre, mediante un acuer- 
do al que se llegó con esas otras dos instancias socia- 
les a las que antes también me he referido. 

Sin embargo, señor Secretario de Estado, quisiera de- 
cirle que, en relación precisamente a ese acuerdo, nos 
gustaría que nos informara sobre el estado actual del 
cumplimiento del mismo y, sobre todo, en relación a 
tres puntos concretos que, a nuestro parecer, podrían 
poner en entredicho el cumplimiento de las cláusulas 
allí acordadas. Me refiero a que, en primer lugar 
-como usted sabe y, sin duda alguna, saben los miem- 
bros de esta Comisión-, el acuerdo al que se llegó, en 
síntesis, fue que los empresarios -los agentes de 
aduanas- se comprometían a indemnizar a los traba- 
jadores fijos que pudieran ver rescindidos sus contra- 
tos de trabajo por la pérdida de actividad derivada de 
la entrada en vigor del Mercado Unico con ocasión de 
la firma del Acta Unica Europea, a partir del pasado 
día 1 de enero, a razón de 40 días de trabajo por año 
trabajado, con un tope individual de dos anualidades 
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y 10 millones de pesetas, con otras especialidades que 
no vienen al caso. De esa cantidad, se comprometían 
los empresarios a sufragar las dos terceras partes y la 
Administración, la tercera parte restante, con el tope 
de 7.500 millones de pesetas. 

Pues bien, en esos acuerdos, y con ocasión de los mis- 
mos precisamente, usted sabe que ya se están tramitan- 
do numerosísimos expedientes de regulación de empleo 
en toda la geografía nacional. Muchos de ellos están en 
tramitación, algunos han sido resueltos y, sin embar- 
go, todavía, señor Secretario de Estado de Hacienda, 
pese haber transcurrido más de dos meses de la firma 
de ese acuerdo, la Administración no ha publicado la 
norma que debe regular el procedimiento y condicio- 
nes de acceso a estas ayudas públicas. Lo cual está ge- 
nerando una enorme inseguridad jurídica, cuando no 
indefensión por parte de los afectados. 

Al mismo tiempo, usted sabe que en el punto octavo 
de ese acuerdo -acuerdo que tengo aquí delante- se 
decía que se crearía una comisión de seguimiento por 
las partes, para facilitar precisamente el cumplimien- 
to de lo acordado, en un plazo de 30 días desde la fir- 
ma del mismo (plazo que vencía el pasado 22 de enero) 
y, pese haberlo solicitado tanto el Consejo General de 
los Colegios de Agentes y Comisionistas de Aduanas, co- 
mo las centrales sindicales (Comisiones Obreras, UGT 
y ELA-STV) esa comisión de seguimiento todavía no ha 
sido constituida. Lo cual, indudablemente, está perju- 
dicando de alguna manera ese acuerdo que tanto cos- 
tó conseguir, 

Estos incumplimientos, desde nuestro punto de vis- 
ta, y salvo que nos demuestre lo contrario el represen- 
tante de la Administración, están, insisto, perturbando 
el buen clima que en general se ha mantenido, sobre 
todo desde el punto de vista de la paz social, desde el 
origen de este conflicto. 

Finalmente, quisiera plantearle, señor Secretario de 
Estado, que teniendo presente lo que afecta a este co- 
lectivo de profesionales (trabajadores, en general, em- 
pleados anteriormente en el sector), la Comunidad 
Europea aprobó un Reglamento tendente a ayudar al 
colectivo de agentes de aduanas que, con ocasión de la 
entrada en vigor de este mercado interior, se iban a ver 
notablemente afectados. Y ya nos informó el Director 
General de Aduanas de hasta qué punto ese colectivo, 
específicamente y dentro de lo afectado que va a que- 
dar todo el sector, se iba a ver implicado. Pues bien, ese 
Reglamento, el 3:904/92, de 17 de diciembre, relativo a 
las medidas de adaptación de la profesión de agentes 
de aduanas al mercado interior, no ha sido todavía re- 
gulado por parte de la Administración española, ni la 
determinación del órgano gestor competente para tra- 
mitar y gestionar esas solicitudes de ayuda, teniendo 
presente que el plazo máximo para la presentación de 
solicitudes vence el próximo 31 de marzo; es decir, que 
estamos en los límites previstos por la Comisión Euro- 
pea. A nosotros nos parece que ésta es una ocasión mag- 
nífica para que la Administración, por boca de su ilustre 
representante, nos diga qué piensan hacer al efecto, 

puesto que no se le oculta que se está generando una 
gran inquietud en el sector. 

El señor PRESIDENTE Tiene la Palabra el señor Se- 
cretario de Estado de Hacienda. 

El señor SECRETARIO DE ESTADO DE HACIENDA 
(Zabalza Martí): Efectivamente, la desaparición a par- 
tir de enero de este mismo año de las fronteras intra- 
comunitarias ha supuesto para los agentes y 
comisionistas de aduanas el cese de su actividad como 
colaboradores de la Administración en lo relativo al trá- 
fico intracomunitario. Esto supone una disminución 
drástica, casi una desaparición, de su actividad en las 
fronteras con Francia y Portugal, aunque, naturalmen- 
te, siguen ejerciendo sus funciones en la frontera exte- 
rior común para gestionar los despachos que genera 
el tráfico con terceros países. 

La crisis del sector, que estaba claramente anuncia- 
da desde la firma del Acta Unica y que había sido ad- 
vertida por la Administración, determinó que el 
Departamento de Aduanas de la Agencia Tributaria 
mantuviese congelado el acceso a la profesión de nue- 
vos agentes de aduanas desde el año 1985. El ingreso 
de nuestro país en las Comunidades Europeas desacon- 
sejaba el incremento de estos profesionales en este sec- 
tor, con el fin de evitar el agravamiento de un problema 
que necesariamente habría de plantearse. 

Por otra parte, la Administración española, junto con 
otros Estados miembros, ha mantenido en las negocia- 
ciones para la elaboración del Código Aduanero en Bru- 
selas una posición beligerante a favor de la pervivencia 
de la figura del agente de aduanas, que ha quedado re- 
cogida en el texto definitivo del Reglamento de la Co- 
munidad 2.913, del año 1992. 

Como su señoría sabe la primera versión de este Re- 
glamento contenía una regulación de la representación, 
a efectos aduaneros, que ignoraba por completo a los 
agentes y comisionistas de aduanas, la que, de haber 
prosperado, habría agravado sustancialmente la crisis 
del sector. Además, para facilitar la movilidad de los 
agentes se dictó la Orden de 11 de febrero de 1992, que 
apareció en el «BOE» el 24 de febrero, por la que se su- 
primió la limitación de ejercicio ante una sola aduana, 
posibilitando su habilitación ante cualquier adminis- 
tración nacional de aduanas. 

Con independencia de estas acciones concretas, los 
agentes de aduanas y los sindicatos solicitaron la cons- 
titución de una mesa de negociación sobre el futuro del 
sector, tras un primer intento de encauzamiento del te- 
ma a través de la Dirección General de Trabajo, dada 
la índole social y laboral del problema. Finalmente, se 
acordó la constitución de una mesa tripartita de nego- 
ciación, impulsada por el Departamento de Aduanas, 
que compartió la representación de la Administración, 
junto con las direcciones generales de Política Econó- 
mica y Trabajo, y a la que asistieron, como represen- 
tantes de los trabajadores, los sindicatos UGT, 
Comisiones Obreras y ELA-STV, y como representación 
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empresarial el Consejo General de Colegios de Agen- 
tes y Comisionistas de Aduanas. 

Sobre todas estas acciones que les he señalado, así 
como sobre las actuaciones previstas por el Gobierno 
para llegar a un acuerdo definitivo, y como su señoría 
pcaba de indicar en su exposición inicial, las Cortes fue- 
ron debidamente informadas. En concreto, el Director 
del Departamento de Aduanas compareció ante esta Co- 
misión el 9 de septiembre de 1992 y el Ministro de Eco- 
nomía y Hacienda respondió a una pregunta 
parlamentaria sobre este tema el 7 de octubre.de 1992. 

La mesa tripartita, a la que me he referido anterior- 
mente, se reunió con regularidad desde el 22 de octu- 
bre de 1991, en que se constituyó, hasta el 22 de 
diciembre de 1992. En el proceso de examen de este pro- 
blema se cuantificaron unos mil agentes de aduanas co- 
legiados, que daban empleo a unos 8.000 trabajadores, 
estimándose que la crisis produciría unos excedentes 
laborales en torno a los 5.000 puestos de trabajo. Asi- 
mismo, se planteó la dimensión del problema a escala 
supranacional, estatal, autonómica y local y se sugirie- 
ron acciones en todos estos ámbitos. En ese sentido, des- 
de la propia Secretaría de Estado de Hacienda, tuve 
ocasión de mantener contactos con los consejeros com- 
petentes en la materia de Cataluña y del País Vasco y, 
a nivel de departamento, se mantuvieron contactos con 
los alcaldes de la zona particularmente afectados. 

Como su señoría probablemente sabrá, las peticiones 
iniciales de los sindicatos y de los agentes eran muy am- 
plias y abarcaban, a modo de resumen, los siguientes 
puntos: recolocación de excedentes, creación de un fon- 
do de empleo, facilitación de acceso a la función pú- 
blica, jubilaciones anticipadas, bajas laborables 
incentivadas, cursos de formación profesional, fondo 
de cobertura de indemnizaciones y desempleo de lar- 
ga duración. 

La primera parte del proceso negociador estuvo 
acompañada por numerosas movilizaciones del sector, 
bien a escala comunitaria, bien a escala nacional, y tan- 
to por los empleados como por la patronal. En estas 
circunstancias, la Administración ofreció la posibilidad 
de una ayuda, pero de una ayuda condicionada a que 
el sector fuese capaz de ponerse de acuerdo y diseñar 
su propia estrategia y a que se mantu! ;-se un clima so- 
cial y laboral favorable. Esto abrió un nuevo bloque de 
reuniones, que resultaron en un principio de acuerdo 
sobre indemnizaciones, lo que permitio de nuevo la dis- 
cusión en torno a otras cuestiones como la formación 
profesional, las prejubilaciones, la situación de los em- 
presarios jubilados, las empresas en crisis y los emplea- 
dos eventuales. Esta discusión estuvo culminada con 
la firma de un preacuerdo, como usted ha señalado an- 
teriormente, el 23 de julio de 1992. Este preacuerdo su- 
ponía que la indemnización por rescisión de contrato 
sería la cantidad correspondiente a 40 días por año de 
servicio, con un límite máximo de 24 anualidades y un 
tope cuantitativo individual de diez millones de pese- 
tas, asumida en dos terceras partes por los empresa- 
rios y en una tercera parte por la Administración. 

_ .  

La última parte del proceso se cierra con la firma de 
las partes, a excepción del sindicato ELA-STV, del ya 
mencionado acuerdo de 22 de diciembre de 1992, don- 
de se mantiene la aportación de la Administración pac- 
tada el 23 de julio como contribución a la 
indemnización por despido; se condiciona la interven- 
ción'a los efectos del Mercado Unico sobre las agencias 
afectadas y a la asunción por el empresario de la can- 
tidad comprometida en dos tercios, limitándose la apor- 
tación global de la Administración a la cantidad 
máxima de 7.500 millones de pesetas a lo largo del pe- 
ríodo en el que estas indemnizaciones tengan lugar. Y 
finalmente, como usted también señalaba, se contem- 
plan casos peculiares sobre empresas insolventes o em- 
presarios que se jubilen. 

Tras la firma de este acuerdo, aparece en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para 1993, es decir, 
en la Ley ahora vigente, en su Anexo 11, un crédito am- 
pliable en la Sección 19, del Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social, para atender precisamente a las 
indemnizaciones por ajuste de plantilla de los trabaja- 
dores excedentes en agencias de aduana por la entra- 
da en vigor del Mercado Unico. 

Por consiguiente, estos son los avances que hasta es- 
te momento se han materializado que como su señoría 
puede ver, llegan hasta la concreción ya en términos de 
créditos presupuestarios en la correspondiente Ley de 
Presupuestos. Queda pendiente, como su señoría seña- 
laba en su exposición inicial, la definición del marco 
en que se configurará el desarrollo del acuerdo y cuál 
habrá de ser el órgano que lo gestione, pues, evidente- 
mente, de su propia naturaleza se deriva la necesidad 
de un seguimiento técnico del mismo que permita su 
eficacia real y su control. Esta cuestión la estamos ul- 
timando en estos momentos, y muy brevemente la da- 
remos a conocer a las otras dos partes interesadas. 

Para finalizar me gustaría reseñar algunos datos so- 
bre la dimensión comunitaria de este problema. En pri- 
mer lugar, debe tenerse en cuenta que el colectivo 
afectado se cifra en unos 60.000 puestos de trabajo 
-estoy refiriéndome a todo el ámbito comunitario- 
y que, salvo actuaciones concretas en Italia -más bien 
testimoniales- y en Francia -donde se ha elaborado 
un plan a remolque de las actuaciones habidas en 
Espana-, no ha habido implicaciones significativas de 
los poderes públicos en la reconversión del sector. Qui- 
zás, entre otras razones, porque no en todos los países 
miembros existe la misma configuración jurídica de los 
agentes de aduana. En este sentido, creo que cabe re- 
conocer que la Administración española ha actuado de 
forma muy diligente y, en alguna medida, ha estado a 
la cabeza de las iniciativas que han tomado las demás 
administraciones de la Comunidad Europea. 

La Comisión de la Comunidad Europea, por otra par- 
te, presionada por los Estados miembros más afecta- 
dos y por los representantes del sector, ha aprobado el 
Reglamento de la Comunidad 3.904, de 17 de diciem- 
bre de 1992, relativo a las medidas de adaptación de las 
profesiones de agentes y comisionistas de aduanas al 

, 
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mercado interior, que prevé una serie de ayudas diri- 
gidas a las zonas más afectadas y a las pequeñas y me- 
dianas empresas del sector, condicionadas a la 
presentación de las solicitudes correspondientes, antes, 
efectivamente, como su señoría indicaba, del 31 de mar- 
zo del presente año, ya que se trata -como también su 
señoría probablemente conoce- de medidas que han 
de ser cofinanciadas con participación de entidades pú- 
blicas o privadas de los Estados miembros. Aunque fal- 
ta definir la autoridad de la Administración española 
que se encargue de canalizar las previsiones de este Re- 
glamento, ya se han iniciado los oportunos contactos 
con el personal que se va a encargar de esta cuestión 
en la Comisión para agilizar las tramitaciones oportu- 
nas. Como le decía anteriormente, esta cuestión, junto 
con la del órgano que se va a encargar de la gestión de, 
este programa, es algo que se va a decidir en una o, má-. 
ximo, dos semanas, Por tanto, no anticipamos demasia- 
dos problemas en la medida en que las solicitudes 
pueden ser ya preparadas y cursadas, aún a la espera 
de la determinación del órgano concreto. La cuantía de 
lo comprometido para la aplicación de estas ayudas co- 
munitarias es de unos 30 millones de ecus para toda 
la Comunidad y la estimación que se hace de lo que po- 
dría corresponder a España es de unos 4 millones de 
ecus. 

El señor PRESIDENTE Además del señor Fernán- 
dez Díaz, jalgún Grupo Parlamentario desea fijar po- 
sición? (Pausa.) En primer lugar el señor Fernández 
Díaz, representante del Grupo Parlamentario Popular, 
tiene la palabra. 

El señor FERNANDEZ DIAZ: Muchas gracias al se- 
ñor Secretario de Estado por sus explicaciones. Seré 
muy breve. Confío en que en el plazo que ha señalado 
su señoría de una a dos semanas sea determinado tan- 
to el órgano gestor encargado de tramitar todas las ayu- 
das públicas derivadas del cumplimiento y de la 
ejecución del acuerdo al que se llegó en la mesa tripar- 
tita el pasado 22 de diciembre, como lo relativo al cum- 
plimiento del Reglamento comunitario del pasado 17 
de diciembre. No obstante, le quiero recordar a su se- 
ñoría que me habla de una o dos semanas, y en rela- 
ción con el segundo supuesto las ayudas tienen que 
estar ante la Comisión Europea, como plazo máximo, 
el 31 de marzo. Estamos hoy a 2 de marzo, el Reglamen- 
to es de 17 de diciembre, si calculamos quince días más 
quiere decir que van a tener escasamente quince días 
los agentes de aduanas españoles para poder tramitar, 
gestionar y, en definitiva, solicitar esas ayudas que se 
cuantifican en 4 millones de ecus, a las que ahora se 
refería el señor Secretario de Estado. Por tanto, nos pa- 
rece que esa diligencia a la que aludía en relación con 
la actuación de la Administración española en toda la 
problemática y conflictividad derivada de la entrada en 
vigor del Mercado Unico y su afectación al sector que 
nos ocupa, en este caso queda, cuando menos, en en- 
tredicho, porque los agentes de aduanas españoles des- 

de el 17 de diciembre hasta aproximadamente el 17 de 
marzo no van a poder solicitar esas ayudas, como mí- 
nimo, cuando algunos de sus colegas comunitarios ya 
lo están haciendo en fechas inmediatamente próximas 
a ese 17 de diciembre. 

En todo caso, tomo nota de ese compromiso y esta- 
remos al tanto de su cumplimiento, no dudando, por 
supuesto, de la palabra comprometida por el señor Se- 
cretario de Estado de Hacienda. Y en relación con el 
primero, también le quiero decir que usted sabe que 
han sido resueltos ya muchos expedientes de regulación 
de empleo, que muchos están en tramitación y que se 
están generando problemas porque no existe ni la CQ- 

misión de seguimiento comprometida en la mesa tri- 
partita, ni ese órgano gestor que indudablemente es 
necesario implementar, y que el acuerdo es de 22 de 
diciembre y, por tanto, repito, también en este supues- 
to esa diligencia, cuando menos, queda un poco en en- 

Para terminar, señor Secretario de Estado de Hacien- 
da, efectivamente, ya nos dimos cuenta de que en esa 
Sección 19, Anexo 11, de la Ley de Presupuestos Gene- 
rales del Estado para el año 1993, y dentro del Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social, existía esa partida 
de crédito ampliable para atender precisamente, entre 
otras cosas, a las indemnizaciones derivadas de las re- 
soluciones de los contratos a que se veían afectados es- 
tos trabajadores. En cualquier caso, queremos decirle 
que, como usted ha comentado ahora, tras numerosas 
movilizaciones del sector, la Administración impuls6 
ese acuerdo; el propio señor Director General le1 De- 
partamento -como usted bien sabe- reconoció en la 
comparecencia del 9 de septiembre ante esta Comisión 
que el comportamiento del sector, en orden al manteL 
nimiento de la paz social, exigida siempre como cues- 
tión previa por la Administración para poder llegar a 
cualquier tipo de acuerdo, ha sido realmente ejemplar 
en el caso español. Sólo ha habido un día y medio de 
movilizaciones y de paros en el sector en España, sien- 
do prácticamente el país más afectado de toda la Co- 
munidad Europea, y teniendo en cuenta además que, 
como bien señalaba usted, el marco jurídico español 
en el que se desenvuelven sus actividades los interme- 
diarios ante la administración aduanera y el sector co- 
mercial, que son los agentes de aduanas, no tiene 
parangón con el que tienen, por ejemplo, los países nór- 
dicos de la Comisión Europea. Pese a eso, la conflicti- 
vidad en España ha sido enormemente inferior, por 
ejemplo, a la que han mantenido los correspondientes 
italianos, portugueses, alemanes o franceses. Me pare- 
ce que, aunque sólo sea a efectos de que conste en el 
UDiario de Sesiones)) de esta Comisión, conviene reco- 
nocer que ese mantenimiento de la paz social ha sido 
ejemplar y que, en ese sentido, tanto las centrales siri- 
dicales como los agentes y comisionistas de aduanas 
han mantenido un comportamiento que, sin exagera- 
ción, puede calificarse de ejemplar, y que por eso mis- 
mo es más exigible, si cabe, la diligencia de la 
Administración para ayudar a este sector que se ha visto 

redicho. \ 
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afectado por lo que podríamos denominar casi en tér- 
minos jurisprudenciales, desde el punto de vista del Tri- 
bunal Supremo, de auténtica fuerza mayor, como ha 
sido un acontecimiento previsible, la entrada en vigor 
del artículo S.", punto 8, apartado a) del Acta Unica, pu- 
blicado en febrero de 1986, relativo a la entrada en vi- 
gor del Mercado Unico, pero que aun siendo previsible 
sus consecuencias no podían ser evitadas, que eran en 
definitiva, el que venía una guillotina a dejar sin posi- 
bilidades de actuación la actividad empresarial, econó- 
mica, laboral de ese sector con una fecha fija, que era 
la del 1 de enero de 1993. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Socialista, tie- 
ne la palabra la señora Juan Millet. 

La señora JUAN MILLET: Voy a intervenir muy bre- 
vemente, puesto que éste es un tema del que, como ya 
se ha dicho aquí, ha sido informado este Parlamento, 
sin embargo, nunca viene de más tener más informa- 
ción sobre el tema, y en ese nivel agradecemos las acla- 
raciones del Secretario de Estado. Simplemente voy a 
hacer algunas precisiones. Yo creo que éste era un pro- 
blema evidentemente previsible, puesto que la desapa- 
rición de las aduanas hacía inevitable que se planteara, 
pero el que haya conflictividad o movilización no tiene 
por qué estar vinculado directamente con la diligencia 
del Gobierno por atender las consecuencias de este he- 
cho inevitable, y así lo demuestra la actuación ante Bru- 
selas para conseguir unos acuerdos por los que creo, 
francamente, que hay que felicitar y que nos dotan de 
unos instrumentos (un Reglamento, unas ayudas, jun- 
to con los presupuestos) y de lo que considera más im- 
portante nuestro Grupo Parlamentario a resaltar, una 
mesa tripartita y una posibilidad de negociación, pues- 
to que creemos que este cauce, la negociación, y los ins- 
trumentos que están sobre la mesa son la vía siempre 
adecuada para solventar cualquier tipo de conflictivi- 
dad, y más una como ésta, que afecta a la búsqueda de 
recolocación o búsqueda de salidas laborales funda- 
mentalmente. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el Señor Se- 
cretario de Estado de Hacienda. 

El señor SECRETARIO DE ESTADO DE HACIENDA 
(Zabalza Martí): Voy a ser muy breve, porque evidente- 
mente estamos todos de acuerdo. Creo que debemos fe- 
licitarnos porque tanto por parte de los representantes 
del sector (tanto en lo que respecta a su ámbito laboral 
como a su ámbito empresarial) como por parte de los 
representantes de la Administración del Estado, se ha 
conseguido a tiempo un acuerdo razonable, un acuer- 
do que ha evitado, como su señoría indicaba, la altera- 
ción del clima laboral normal que debe presidir este 
sector. En este sentido, este acuerdo nos ha diferencia- 
do de forma significativa de otros países europeos, en 
particular de nuestros vecinos franceses, que tuvieron 
muchos más problemas, y, por tanto, estoy de acuerdo 

con sus señorías en el sentido de que hemos consegui- 
do un acuerdo útil para evitar un problema que de otra 
forma podría haber sido bastante grave. 

Naturalmente, es cierto que para acabar de comple- 
tar este acuerdo y para hacerlo efectivo, aunque ya he- 
mos tomado decisiones ejecutivas, como es la inclusión 
en el presupuesto del crédito correspondiente, se hace 
necesario la designación del órgano que va a hacerse 
cargo de la ejecución de este programa, de la comisión 
de seguimiento y de los mecanismos de utilización de 
las ayudas comunitarias que están previstas. Vuelvo a 
repetir lo que he dicho anteriormente, vamos a tener 
completamente diseñado este proceso en las próximas 
dos semanas. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 
Zabalza. 

- SOBRE RESULTADOS DE LA AGENCIA ESTATAL 
DE LA ADMINISTRACION TRIBUTARIA EN 1992. 
A PETICION PROPIA (número de expediente 
2121002309). 

El señor PRESIDENTE Concluido el primer punto 
del orden del día, damos paso al siguiente, que es la 
comparecencia del Secretario de Estado de Hacienda 
ante la Comisión, a petición propia, para informar so- 
bre el resultado de la Agencia Estatal de Administra- 
ción Tributaria a lo largo de 1992. 

Tiene la palabra el señor Secretario de Estado de Ha- 
cienda. 

El señor SECRETARIO DE ESTADO DE HACIENDA 
(Zabalza Martí): Gracias, señor Presidente. 

La finalidad de esta comparecencia es presentar los 
resultados de la Agencia Estatal de Administración Tri- 
butaria (a la que para mayor brevedad, en lo que resta 
de mi intervención, me voy a referir como la Agencia) 
en el primer año de su funcionamiento, así como reali- 
zar una valoración de estos resultados. 

Esta rendición de cuentas la considero especialmen- 
te importante y urgente en una organización que ha na- 
cido con una clara vocación de servicio público y a la 
que el Parlamento ha dotado de una gran flexibilidad 
y autonomía para que cumpla adecuadamente con la 
función que la sociedad encomienda a la administra- 
ción tributaria. Pero antes de entrar a analizar direc- 
tamente el balance del primer año de vida de la Agencia, 
considero conveniente hacer alguna precisión sobre qué 
es esta organización, las razones de su creación, con qué 
recursos cuenta y las principales modificaciones que 
presenta su estructura con respecto a la anterior. 

La Agencia se crea por la Ley de Presupuestos Gene- 
rales del Estado para 1991, se configura como un ente 
de derecho público, con personalidad jurídica propia 
y plena capacidad pública y privada, cuya finalidad es 
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la aplicación efectiva del sistema tributario estatal y 
del aduanero y la gestión de aquellos recursos de otras 
administraciones y entes públicos, nacionales o de las 
Comunidades Europeas, que le sea encomendada por 
ley o por convenio. Estos objetivos debe cumplirlos tra- 
tando de minimizar la presión fiscal indirecta sobre los 
contribuyentes y el coste de funcionamiento de la pro- 
pia administración tributaria. 

El cuadro que ustedes tienen en la página 2 del do- 
cumento que he distribuido para facilitar mi exposición 
contiene los rasgos más característicos de la Agencia, 
entre los que destacaría una plantilla de 26.599 perso- 
nas, de las cuales el 61 por ciento son funcionarios; un 
presupuesto en 1992 de 96.145 millones de pesetas; un 
amplio despliegue territorial, como ustedes pueden ver 
en el cuadro, y unos ingresos tributarios, gestionados 
por la organización, que ascienden a 10.855.000 millo- 
nes de pesetas, nada más y nada menos que el 18,4 por 
ciento del PIB en 1992. Es decir, es una organización 
que tiene una importante gestión, una gestión crucial, 
además, para el funcionamiento y para la financiación 
de la Administración pública. 

Como ya les he señalado, la Agencia cuenta con 26.599 
personas a su servicio, de las cuales 16.248 son funcio- 
narios, lo que representa un 61 por ciento del total. Res- 
pecto de la ecuación numérica de la plantilla, quiero 
señalar que la administración tributaria española cuen- 
ta con menos recursos humanos que los países de su 
entorno, lo cual es una circunstancia que queda expli- 
cada por el alto grado de informatización de la Admi- 
nistración española; de hecho, la administración 
tributaria española en este aspecto es una de las más 
avanzadas del mundo. Concretamente, y para que sus 
señorías puedan cuantificar esta afirmación, en la pá- 
gina 4 del documento que les ha sido distribuido tie- 
nen ustedes una comparación internacional del número 
de empleados en la administración tributaria por ca- 
da mil habitantes. Como pueden ver, en Estados Uni- 
dos este índice es 0,92; en Canadá, 1,41; en Francia, 1,79; 
Bélgica, 1,98; Alemania, 2,l; Reino Unido, 2,36, y Espa- 
ña es el menor de todos ellos, con 0,66 empleados por 
cada mil habitantes. 

En lo que respecta al presupuesto, en 1992 la asigna- 
ción presupuestaria ascendía inicialmente a 96.145 mi- 
llones de pesetas. De esta cifra, 94.880 millones se 
financiaron a través de transferencias. Es decir, la prác- 
tica totalidad de los recursos de que dispone la Agen- 
cia provienen de transferencias del Ministerio de 
Economía y Hacienda, de la Administración central del 
Estado. 

Hay que resaltar que en la cifra anterior se incluyen 
18.073 millones de pesetas correspondientes a la parti- 
cipación en el 18 por ciento que la Agencia tiene en la 
recaudación derivada de los actos de liquidación y ges- 
tión recaudatoria. Sin embargo, esta cantidad, a lo lar- 
go de la ejecución del ejercicio, se ha visto incrementada 
en un 53 por ciento, ya que el ingreso que efectivamen- 
te recibió la Agencia en función de la recaudación ob- 
tenida alcanzó la cifra de 27.635 millones de pesetas, 

frente a los 18.000 inicialmente presupuestados. Creo 
que este dato constituye un buen indicador de la efi- 
caz gestión de la Agencia. 

Otro indicador que suele utilizarse con carácter in- 
ternacional para analizar la eficiencia de las adminis- 
traciones tributarias es la relación entre los ingresos 
obtenidos y el coste de funcionamiento de estas admi- 
nistraciones. Como pueden ver sus señorías en el cua- 
dro de la página 6, este coste es ciertamente bajo y, 
además, es decreciente en el tiempo; tanto es así que, 
en 1991, el total de ingresos tributarios fue de unos nue- 
ve billones y medio y los gastos de funcionamiento de 
91.000, casi 92.000 millones. Es decir, los gastos de fun- 
cionamiento supusieron un 0,96 por ciento de los in- 
gresos, no llegaban siquiera el uno por ciento. Pues bien, 
en 1992, para 10.855.000 millones de pesetas, se ha in- 
currido en un gasto de funcionamiento de 98.000 mi- 
llones, lo que supone un 0,9 por ciento del total de lo 
ingresado. Es decir, sigue siendo muy bajo el coste de 
funcionamiento y decreciente en el tiempo. 

¿Cómo se compara este índice con otros países? Tie- 
nen ustedes en el cuadro de la página número 7 una 
pequeña comparación con Estados Unidos, Canadá y 
el Reino Unido, donde pueden ver que España se sitúa 
entre los países con un coste de funcionamiento por uni- 
dad de recaudación más bajo. En Estados Unidos es del 
0,83; en Canadá, del 1,18 y en el Reino Unido, del 1,47. 
España, como decía anteriormente, es del 0,90. Aquí, 
quizá, hay que hacer una precisión, y es que en estas 
comparaciones internacionales a veces es difícil homo- 
geneizar el ámbito; piensen ustedes, por ejemplo, que 
en el caso de Estados Unidos este es un dato que se re- 
fiere sólo al Interna1 Revenue Service, que es la admi- 
nistración central tributaria, que tiene en su ámbito de 
gestión unos impuestos distintos a los que tiene enco- 
mendada la Agencia Tributaria en España; en concre- 
to, prácticamente no tiene imposición indirecta porque 
ésta está en manos de las administraciones tributarias 
de los Estados; por tanto, dado que la administración 
indirecta es la más costosa de gestionar, esto tiende a 
sesgar a la baja los costes de funcionamiento del Inter- 
nal Revenue Service y, también en parte, no tiene una 
significativa porción de la imposición directa, que tam- 
bién está en los Estados. Con estas precisiones, por lo 
tanto, creo que cabe evaluar muy positivamente el cua- 
dro de la página 7 en razón al bajo coste de funciona- 
miento que la recaudación de tributos supone en 
España. 

Paso a continuación a hacer algunas consideraciones 
muy breves sobre la organización de la Agencia. Al di- 
señar la puesta en funcionamiento de la Agencia se optó 
por hacer en un primer momento sólo aquellos cam- 
bios organizativos imprescindibles, dejando para más 
adelante las decisiones acerca del modelo de organiza- 
ción definitivo. Con esta idea se crearon dos nuevos de- 
partamentos, el económico-financiero y el de recursos 
humanos, y se consideró necesario contar con un ser- 
vicio de auditoría interna, con la finalidad de detectar 
de forma inmediata cualquier anomalía en el funcio- 
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namiento de los servicios, así como la creación, que se 
decidió, de un servicio jurídico propio. 

En cuanto al área económico-financiera, sus cometi. 
dos básicos se centran en la gestión del sistema de con. 
tratación, del régimen de financiación, de contabilidad 
y del régimen de control. 

Respecto del área de personal -naturalmente, comc 
ustedes pueden imaginar, con el volumen de recursos 
humanos que la Agencia tiene, ésta es un área realmente 
importante-, las actuaciones más importantes lleva. 
das a cabo dentro de 1992 han sido la aplicación infor. 
mática integral de estos recursos humanos, la 
elaboración de las relaciones de puestos de trabajo pa- 
ra las nuevas unidades de la Agencia, la integración en 
las especialidades de la administración tributaria de 
determinados cuerpos de la Administración, la elabo- 
ración de los planes de formación y, por último, pero 
no menos importante, el proceso de reestructuración 
de las aduanas intracomunitarias. 

En lo que respecta al servicio de auditoría interna, 
se tiene como principales cometidos el apoyo a los ór- 
ganos rectores para el cumplimiento de los objetivos 
y programas de actuación, la realización de auditorías 
para evaluar la eficacia y la eficiencia de la Agencia y 
la formulación de las propuestas o recomendaciones 
a la dirección, con la finalidad de mejorar la gestión 
de la Agencia. 

Por último, como novedad en la estructura organiza- 
tiva, se creó un servicio jurídico que tiene como tareas 
concretas: en el orden consultivo, el asesoramiento en 
derecho a los órganos centrales y directivos de la Agen- 
cia, y, en el orden contencioso, el seguimiento y control 
de los expedientes de especial trascendencia. 

Una vez vista la estructura de la Agencia, quisiera ex- 
poner a sus señorías la parte que, en mi opinión, con- 
sidero más importante de esta intervención, que no es 
otra que el examen de los objetivos de la Agencia en 
1992 y de cómo se han cumplido a lo largo del año. 

Como ya les he explicado, el objetivo último de la 
Agencia es prestar un servicio a los ciudadanos de for- 
ma eficaz y eficiente, y para conseguir dicho objetivo 
ha sido necesario implantar nuevos sistemas y técni- 
cas de trabajo, entre los que destacaría la planificación 
por objetivos. Los principales durante 1992 han sido, 
por una parte, prestar una mejor información y asis- 
tencia al contribuyente; en segundo lugar, lograr una 
efectiva implantación del nuevo régimen de estimación 
objetiva por módulos; en tercer lugar, verificar y con- 
trolar el cumplimiento de las obligaciones fiscales, com- 
batiendo el fraude fiscal, y, por último, incrementar la 
eficacia en la recaudación ejecutiva. 

El régimen de estimación objetiva por módulos se in- 
trodujo como consecuencia de los insatisfactorios re- 
sultados obtenidos con el régimen de estimación 
objetiva singular del antiguo Impuesto sobre la Renta. 
Concretamente, los rendimientos medios empresaria- 
les declarados en 1990 sólo alcanzaron la cifra de 
1.069.000 pesetas frente a 1.836.000 pesetas declaradas 
como rendimientos medios del trabajo. Esto supone que 

el rendimiento neto medio empresarial no superó el 60 
por ciento del de los asalariados. Una segunda razón, 
que también fue relevante en la introducción de este 
régimen, fue la de simplificar las pesadas obligaciones 
registrales que, al tomar la cifra de ventas como punto 
de referencia, se imponían a los pequeños empresarios. 

Respecto a la valoración del sistema, en primer lu- 
gar, resaltaría una ventaja fundamental y es la que su- 
pone que el nuevo método asegura una tributación de 
los pequeños empresarios más acorde, más ajustada a 
su capacidad económica. Pero el nuevo sistema tiene 
también otras ventajas tanto para los contribuyentes 
como para la administración tributaria. En lo que res- 
pecta a los contribuyentes, yo señalaría dos ventajas co- 
mo las más fundamentales. Por una parte, se trata de 
un método muy sencillo, de un método que conlleva una 
importante reducción en las obligaciones formales, ali- 
viando la presión fiscal indirecta sobre este segmento 
de pequeños empresarios que, por su propia dimensión, 
tienen sistemas de administración poco desarrollados. 
Una segunda ventaja para el contribuyente es que se 
trata de un sistema muy seguro que garantiza la tribu- 
tación definitiva en IRPF e IVA siempre que se apliquen 
correctamente los módulos. 

La ventaja a la que hacía referencia anteriormente 
en lo que respecta a la administración tributaria es que 
permite una gestión muy sencilla sobre un elevado nú- 
mero de contribuyentes, posibilitando el empleo de sus 
efectivos personales en actuaciones alternativas de ma- 
yor trascendencia económica. En la actualidad, este sis- 
tema se aplica a 24 sectores económicos, afectando a 
763.751 contribuyentes. 

En cuanto a la valoración de los resultados obteni- 
dos, me gustaría destacar fundamentalmente dos as- 
pectos: por una parte, el reducido número de 
renunciantes -como saben ustedes, éste es un régimen 
voluntario y, por lo tanto, la gente puede renunciar a 
él y acogerse al régimen normal de estimación direc- 
ta- y, en segundo lugar, el incremento de los rendi- 
mientos declarados por los contribuyentes acogidos al 
sistema. 

Como pueden ver ustedes, en el cuadro de la página 
17 tienen cuál es el porcentaje de renuncias para cada 
uno de los sectores que se implantaron en la fase pri- 
mera. Ven ustedes que, en esta fase, de un censo total 
de 426.853 contribuyentes, sólo 35.896 renunciaron, es 
decir, un 8,41 por ciento, y en el cuadro de la página 
18 tienen los correspondientes datos detallados por sec- 
tores para la segunda fase de implantación, de donde, 
de un total de 336.898 contribuyentes, hubo 29.402 re- 
nuncias, es decir, 8,73 por ciento. 

Respecto al resultado recaudatorio en la primera fa- 
se, aunque todavía es pronto porque no están comple- 
tamente elaboradas las estadísticas, los estudios 
realizados permiten prever que el rendimiento medio 
empresarial resultante de la aplicación de los módu- 
los será un 75 por ciento superior al declarado por es- 
te tipo de contribuyentes en 1990 y que la cuota líquida 
de 1992 se duplicará respecto a ese año. Como verán 

, 
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ustedes, son resultados que se ajustan, creo yo, de for- 
ma más estrecha y fidedigna a la realidad económica 
de la actividad desarrollada por este tipo de contribu- 
yentes y, en este sentido, permiten mitigar la diferen- 
cia, creo yo exagerada, que antes existía entre lo que 
declaraban los empresarios y lo que declaraban los tra- 
baj adore s. 

Por Último, quisiera señalar que en 1992 se compro- 
bó un 12 por ciento de renunciantes, instruyéndose ac- 
tas a un total de 4.352 contribuyentes con deuda por 
importe total de 6.980 millones de pesetas. 

Otra de las actuaciones a las que la Agencia ha dedi-' 
cado una parte significativa de sus esfuerzos ha sido 
la implantación del Impuesto de Actividades Económi- 
cas que entró en vigor el 1 de enero de 1992. A este fin, 
la administración tributaria inició en el último cuatri- 
mestre de 1991 los trabajos necesarios para la forma- 
ción del censo inicial. 

Creo que es importante destacar en este sentido la 
campaña de implantación del impuesto, que presentó 
una característica novedosa con respecto a procesos an- 
teriores, en el sentido de que la administración tribu- 
taria estatal concertó acuerdos de colaboración, bien 
sea con distintas entidades y colectivos implicados en 
el proceso, bien sea con otras administraciones, facili- 
tando así el proceso de implantación de este impuesto. 

A pesar de lo que sus señorías puedan haber leído 
en la prensa o en algunos comentarios de algunas or- 
ganizaciones empresariales o de algunos partidos po- 
líticos, mi valoración es totalmente positiva en lo que 
respecta al resultado de la implantación de este impues- 
to. Concretamente, el total de declaraciones presenta- 
das alcanzó el 81 por ciento del censo teórico estimado. 
Digo el censo teórico porque era un censo que supera- 
ba con creces al censo antiguo de las licencias fiscales. 

En 1992 la efectiva implantación del impuesto ha re- 
querido actuaciones adicionales de la Agencia que pue- 
den resumirse en: trabajos de depuración del censo 
inicial (han sido trabajos muy exitosos que han incre- 
mentado el censo en un 15,5 por ciento; es decir, entre 
el censo inicial y estos trabajos de depuración estamos 
en el 96,s por ciento de lo que es el censo teórico, prác- 
ticamente la totalidad de los que teóricamente deberían 
estar dentro de este impuesto están ahora censados); 
la remisión a los ayuntamientos del censo definitivo; 
el envío de comunicaciones de datos censales y liqui- 
daciones a los contribuyentes, y la modificación de los 
modelos de declaración utilizables en 1993 para sim- 
plificar y mejorar la gestión del impuesto. 

Otro objetivo fundamental de la Agencia es conseguir, 
como decía al principio de mi intervención, el máximo 
cumplimiento de las obligaciones fiscales en vía volun- 
taria. Es evidente que el cumplimiento voluntario y la 
lucha contra el fraude están íntimamente ligados, no 
sólo porque el contribuyente que cumple tiene derecho 
a exigir que los demás también lo hagan, sino porque 
el grado de cumplimiento en vía voluntaria va a depen- 
der de forma crucial de la percepción que la sociedad 
tenga sobre la capacidad de la administración tributa- 

ria para detectar el fraude y hacer cumplir las normas 
fiscales a aquellos que no lo hicieron de forma vo- 
luntaria. 

Para controlar el cumplimiento de estas obligaciones 
fiscales, la Agencia realiza dos tipos de control: una se- 
rie de controles de carácter masivo, apoyados en el sis- 
tema informático que posee la Agencia, y, luego, una 
serie de actuaciones inspectoras que suponen actuacio- 
nes individuales en profundidad para determinados 
contribuyentes. 

Dentro del primer grupo de actuaciones, de los con- 
troles masivos, quiero señalar varias cuestiones. En pri- 
mer lugar, quiero hacer una consideración sobre las 
liquidaciones paralelas del IRPF. Como saben sus se- 
ñorías, todas, absolutamente todas, las declaraciones 
del IRPF son sometidas a un control informático que 
permite, por una parte, detectar los errores aritméti- 
cos sufridos por el contribuyente y, por otra, verificar 
que no se superan ciertos límites, y finalmente permi- 
ten también detectar determinadas circunstancias que 
se desea someter a un control específico. Pues bien, du- 
rante 1992 se realizaron 337.333 liquidaciones provisio- 
nales, por un importe de 11.863 millones de pesetas. 

También existen controles masivos en relación a los 
pagos fraccionados del IRPF. El nuevo sistema de de- 
terminación de los pagos fraccionados establecido en 
el Reglamento del IRPF, al fijar como parámetros para 
su determinación cifras previamente conocidas por la 
administración tributaria, permite dictar liquidaciones 
provisionales a aquellos contribuyentes que o bien no 
presentan declaración o la presentan con ingresos in- 
feriores a la cifra de referencia. En 1992, las liqui- 
daciones provisionales por estos conceptos -corres- 
pondientes a los tres primeros trimestres- han sido 
24.555 y su importe se ha elevado a 1.359 millones de 
pesetas. 

También se han efectuado liquidaciones provisiona- 
les por falta de presentación de la declaración de pago 
a cuenta del Impuesto sobre Sociedades o por ingreso 
inferior al previsto o en base -ésta también es otra 
posibilidad- a cruces informáticos entre los rendi- 
mientos declarados por el contribuyente y los imputa- 
dos por terceros. Todas estas liquidaciones 
provisionales han supuesto unos ingresos de 1.659 mi- 
llones de pesetas. 

Por último, a consecuencia del cruce de la informa- 
ción contenida en el censo a disposición de la Agencia 
se han emitido 392.701 requerimientos, que han origi- 
nado unos ingresos de 27.965 millones de pesetas, un 
215 por ciento más que en el ejercicio anterior. 

Como decía anteriormente, junto con los controles 
masivos a los que me acabo de referir se efectúan otros 
de carácter selectivo que, aunque llegan a un número 
menor de contribuyentes, producen un gran efecto in- 
ducido por su evidente carácter ejemplificador. Las 
principales magnitudes derivadas de estas actuaciones 
inspectoras en profundidad en el año 1992 son, en mi 
opinión, sobre todo comparándolas con ejercicios an- 
teriores, muy positivas. Se ha inspeccionado a 53.189 
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contribuyentes, frente a los 33.818 del ejercicio pasa- 
do, lo que supone un aumento del 57,28 por ciento. El 
número de actas incoadas ha ascendido a 160.291, frente 
a 107.121 en 1991, lo que supone un incremento del 49,64 
por ciento. Por último, la deuda descubierta ha pasado 
de 244.851 millones de pesetas en 1991 a 338.962 millo- 
nes de pesetas en 1992, es decir, un aumento del 38,4 
por ciento. 

Estos son incrementos muy grandes y significativos 
y quisiera hacer una pequeña matización. Deben tener 
ustedes en cuenta que en 1991 hubo una cierta interrup- 
ción en el proceso de inspección a raíz del proceso de 
regularización incorporado en el nuevo Impuesto so- 
bre la Renta de las Personas Físicas. Esta circunstan- 
cia es, en parte, la explicación de estos extraordinarios 
ritmos de crecimiento entre 1992 y 1991, pero aun te- 
niendo en cuenta esta circunstancia, creo que es correc- 
to afirmar que ha habido una gran agilización en los 
procesos de inspección y una gran intensificación en 
las tareas de control del cumplimiento tributario. 

Si me permiten sus señorías, pasaría ahora al cua- 
dro de la página 26, para que puedan ver cuál es la dis- 
tribución de estos resultados que acabo de dar con 
carácter general entre figuras impositivas, y al gráfico 
de la página 27, para que vean ustedes cuál es la distri- 
bución por ámbitos territoriales. 

En lo que respecta al cuadro de la página 26, lo más 
destacado de este cuadro es posiblemente la alta deu- 
da media tributaria por acta que se produce en el Im- 
puesto de Sociedades con casi ocho millones de deuda 
por acta; las retenciones del trabajo personal con más 
de 12 millones de deuda por acta y, sobre todo (ésta es 
posiblemente la parte más espectacular de este cuadro), 
la deuda tributaria media por acta en lo relativo a las 
retenciones del capital mobiliario por 15.444.000 
pesetas. 

Como pueden ver ustedes, también éste ha sido un 
campo en el que se han intensificado de forma espe- 
cial las actuaciones de la Agencia a lo largo de 1992. 
El número de actas ha sido de 3.141, lo que supone un 
incremento, con respecto a 1991, del 747 por ciento, y 
la deuda tributaria total levantada es de 48.509 millo- 
nes de pesetas, lo que supone un 182 por ciento de in- 
cremento con respecto al año 1991. Pero éste es sólo un 
ejemplo, porque resultados igualmente importantes y 
significativos, como pueden ver ustedes, se obtienen en 
la totalidad de las figuras tributarias. 

En el gráfico de la página 27 tienen sus señorías cuál 
es la distribución territorial de estas actuaciones. La 
parte más importante, en un 47,21 por ciento, corres- 
ponde a las unidades de inspección, que son las que se 
encargan de las personas físicas y jurídicas en el ám- 
bito correspondiente y que no están incluidas dentro 
de las unidades regionales o de las oficinas nacionales 
de inspección. El siguiente ámbito por orden de impor- 
tancia son las unidades regionales de inspección, que 
se encargan del control de personas físicas y jurídicas 
a nivel regional, y para niveles de actividades superio- 
res a los 1.000 millones de pesetas y con un 25,62 por 

ciento, la Oficina Nacional de Inspección, que tiene un 
ámbito nacional, se encarga de las grandes empresas 
con un volumen de facturación superior a los 4.000 mi- 
llones de pesetas. 

Un porcentaje ya, naturalmente, mucho más peque- 
ño, pero no por ello menos importante en lo que res- 
pecta a la naturaleza de las operaciones encargadas de 
estas unidades, lo tienen ustedes en las unidades espe- 
ciales que son las que orientan su actividad a cuestio- 
nes específicas como son el delito fiscal, la fiscalidad 
internacional y la coordinación de actuaciones especia- 
les contra el fraude y el contrabando. 

Otro epígrafe importante que quisiera señalar, un epí- 
grafe que no tienen sus señorías en el documento que 
les he distribuido, es el relativo a la información de apo- 
yo a la inspección. También en este campo las actua- 
ciones de la Agencia han sido muy importantes a lo 
largo de 1992. Se han hecho 1.400 requerimientos a en- 
tidades financieras para identificar y esclarecer la ver- 
dadera titularidad de determinados activos y los 
medios de pago utilizados; se han hecho 2.400 requeri- 
mientos en relación con operaciones mercantiles y co- 
merciales concretas; se han gestionado 200 expedientes 
de intercambio de información con autoridades fisca- 
les de otros Estados, y se han hecho requerimientos a 
400 entidades sobre obligaciones de suministro perió- 
dico de información. 

Por último, y aun a riesgo de alargarme en este gru- 
po de actuaciones, no quisiera dejar de exponerles los 
principales resultados de las actuaciones llevadas a ca- 
bo por las unidades especiales en materia de delito fis- 
cal, Durante las actuaciones de la Inspección en 1992 
se han encontrado indicios de responsabilidad penal 
por delito fiscal en 138 expedientes, que han sido re- 
mitidos al Ministerio Fiscal, con una cuota oculta esti- 
mada de prácticamente 8.804 millones de pesetas. En 
el cuadro que sus señorías tienen en la parte inferior 
de la página 28 pueden ver cuáles son las principales 
estadísticas en lo relativo al delito fiscal y la compara- 
ción de las mismas respecto al año 1991. Como pueden 
ver ustedes, ha habido un incremento muy importan- 
te, de casi el 92 por ciento, en lo que respecta al núme- 
ro de expedientes enviados al Ministerio Fiscal; un 
incremento también importante en el número de con- 
tribuyentes involucrados, del orden del 93 por ciento; 
un crecimiento espectacular en la cuota presuntamen- 
te defraudada, de 188 por ciento, y también de la cuota 
media por contribuyente, que, frente a 42 millones en 
1991, ha pasado a ser de 163 millones. Estoy hablando 
de una cuota media levantada por acta, lo que supone 
un 285 por ciento de crecimiento respecto a 1991. 

Las sentencias absolutorias que se han dictado en 
1992 son 11 y las sentencias condenatorias son 21. Co- 
mo pueden ver ustedes, sigue habiendo sentencias con- 
denatorias en lo que respecta a esta figura, lo cual 
-creo yo- demuestra que en estos momentos la figu- 
ra del delito fiscal se está consolidando, con un núme- 
ro de sentencias condenatorias relativamente 
importante. Creo que esto es interesante señalarlo por- 
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que futuros cambios en lo que respecta a la figura del 
delito fiscal deberían tener en cuenta este hecho y, por 
tanto, no alterar el enfoque actual y simplemente intro- 
ducir mejoras técnicas a fin de no interrumpir este pro- 
ceso de consolidación evidente en esta figura. 

Como ya les he manifestado, la Agencia se ha marca- 
do como objetivo estratégico fundamental conseguir el 
máximo cumplimiento de las obligaciones fiscales en 
vía voluntaria, y a este fin no sólo es importante incre- 
mentar la lucha contra el fraude fiscal sino facilitar, 
en la medida de lo posible, las tareas que supone el cum- 
plimiento voluntario por parte de los ciudadanos de sus 
obligaciones tributarias. A estos efectos hay toda una 
serie de actividades a las que hemos prestado una gran 
atención en la Agencia durante 1992. Por una parte te- 
nemos el programa Informa. Este es un nuevo progra- 
ma que permite al contribuyente disponer, en todos los 
servicios de información de las delegaciones y admi- 
nistraciones de la Agencia, de ordenadores con acceso 
a un repertorio de preguntas y respuestas permanen- 
temente actualizado por un servicio central, lo que ga- 
rantiza la rapidez, la calidad en la información y sobre 
todo, lo que es más importante, la coordinación en to- 
do el territorio nacional. Esto supone un gran avance 
en la tarea de mejorar la asistencia al contribuyente que 
incluso, si así lo desea, puede obtener por escrito esta 
información. En 1992 el programa Informa ha sido con- 
sultado 294.700 veces y sólo en 3.663 ocasiones no se 
ha encontrado respuesta, lo cual da a ustedes una idea 
de la eficacia de este programa en resolver las dudas 
que los contribuyentes puedan tener. 

Otra de las actuaciones en esta área de la Agencia ha 
sido la ampliación territorial de la Oficina del Contri- 
buyente, configurada como un centro para la asisten- 
cia integral del mismo en sus relaciones con la 
administración tributaria. La primera de estas oficinas 
se implantó en la delegación de Madrid y en 1992 se 
ha extendido a las delegaciones de Barcelona, Valen- 
cia, Alicante, Sevilla, La Coruña, Málaga, Oviedo, Za- 
ragoza y Baleares. El número de contribuyentes 
atendidos en dichas oficinas, tanto de forma personal 
como telefónicamente, ha ascendido en 1992 a 128.645. 

Siguiendo en ente campo, una de las actividades de 
la Agencia más conocida y más solicitada por el públi- 
co a nivel popular es la relativa a la cumplimentación 
informática de las autoliquidaciones, destacando en es- 
te sentido el funcionamiento y la operatividad del lla- 
mado popularmente programa Padre, programa de 
ayuda a la declaración de la renta. En la campaña de 
renta de 1991, que es la que se realizó durante los me- 
ses de mayo y junio de 1992, se cumplimentaron estos 
servicios para 1.428.228 declaraciones de renta frente 
a 1.200.000 en 1991. A esto se debe añadir también que 
la Agencia vende disquetes de este programa informá- 
tic0 a las empresas, a los sindicatos y a otras organiza- 
ciones, con lo cual el efecto, a través de estas 
organizaciones, de este programa se ve enormemente 
multiplicado. Estimamos que alrededor de un 30 por 
ciento del total de declarantes de renta simplificada 

pueden beneficiarse de las ventajas de este programa. 
También en el ámbito de la resolución de recursos ha 
habido una aceleración importante en lo que respecta 
al servicio proporcionado por la Agencia a través del 
denominado programa Exprés, que ha supuesto que du- 
rante 1992 hubiera 272.000 expedientes resueltos fren- 
te a 224.000 en 1991; es decir, que se ha logrado reducir 
en más de un 20 por ciento el período medio de reso- 
lución. 

Otro campo importante, aunque a veces desconoci- 
do, de actuación en lo que respecta a la Agencia tribu- 
taria es la gestión de la Administración aduanera. En 
mi comparecencia anterior hemos tenido ocasión de 
examinar algunas de las actividades de este departa- 
mento de la Agencia y la verdad es que, en 1992, este 
departamento ha tenido actuaciones muy importantes, 
sobre todo las derivadas de la abolición de las fronte- 
ras fiscales y, por tanto, de la reorganización de todo 
el sistema de información y de control en lo que res- 
pecta a los intercambios comerciales intracomunita- 
rios. Concretamente se ha preparado y se ha puesto en 
marcha el proyecto Intrastat, que es el que tiene que 
permitir obtener las estadísticas sobre comercio exte- 
rior en lo que respecta a los intercambios intracomu- 
nitarios que anteriormente se obtenían de los controles 
físicos en las aduanas, y esto ha supuesto, como uste- 
des pueden imaginar, un enorme trabajo y, además, de 
una gran responsabilidad. Otros campos de actuación 
del departamento de aduanas se refieren a los recintos 
aduaneros y a la gestión de los impuestos especiales, 
que también han sufrido cambios muy importantes de- 
rivados del proceso de armonización europea. Sus se- 
ñorías tienen en el cuadro de la página 36 los 
principales datos en lo que respecta a la inspección de 
aduanas e impuestos especiales llevadas a cabo por este 
departamento y en la página 37 los datos de las actua- 
ciones concretadas en el Servicio de Vigilancia 
Aduanera. 

El otro gran campo de actuación de la Agencia es la 
gestión recaudatoria. Esta es una parte muy importante 
y que debería considerarse de forma integrada con res- 
pecto a la gestión inspectora. Es evidente que la ges- 
tión inspectora es muy importante, pero si la inspección 
no lleva, en último término, a obtener un incremento 
de la recaudación posiblemente es una inspección mal 
orientada. Esta coordinación va a ser uno de los ele- 
mentos fundamentales en el proceso de reorganización 
que estamos contemplando en la Agencia y esto les da- 
rá una idea del énfasis y de la importancia que damos 
a las labores de gestión recaudatoria dentro de la Agen- 
cia. En esta área se ha llevado a cabo en el último tri- 
mestre del año la implantación de un nuevo sistema 
informático, el Sistema Integrado de Recaudación, con 
una visión, como decía anteriormente, totalmente in- 
tegrada de la gestión de las liquidaciones tributarias, 
tanto en vía voluntaria como ejecutiva, que ha supues- 
to naturalmente una reorganización de los servicios de 
recaudación. Para facilitar el pago a los contribuyen- 
tes, como saben sus señorías, el ingreso en período vo- 
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luntario puede realizarse bien directamente en las cajas 
de las delegaciones y administraciones de la Agencia, 
bien a través de las entidades colaboradoras. Pues bien, 
a 31 de diciembre de 1992, tenían autorización para ac- 
tuar como colaboradoras en la gestión recaudatoria 
doscientas treinta y seis entidades. Dada la gran implan- 
tación territorial de estas entidades colaboradoras, se 
puede concluir que la administración tributaria tiene 
cubiertas sus necesidades de servicio de caja en todo 
el territorio nacional. En lo que concierne a las actua- 
ciones administrativas en vía ejecutiva tienen ustedes, 
en la página 40, un cuadro con los principales datos en 
lo relativo al cargo en ejecutiva. Posiblemente los indi- 
cadores más relevantes son los referentes a las certifi- 
caciones de descubierto. En 1992 se emitieron 669.478 
certificaciones de descubierto, por un importe de 
234.710 millones de pesetas, un incremento respecto a 
1991 cercano al 10 por ciento del total. 

Otra cuestión importante relativa a la gestión es la 
que concierne a los aplazamientos y fraccionamientos. 
Aquí hay que destacar que durante 1992, que ha sido 
un año en el que, como sus señorías conocen perfecta- 
mente, la desaceleración de la actividad económica se 
ha manifestado ya de forma muy significativa, ha ha- 
bido, no sorprendentemente, un incremento notable en 
el número de solicitudes de los aplazamientos y frac- 
cionamientos en vía voluntaria como fórmula para ha- 
cer frente a las obligaciones tributarias. La cada vez 
más generalizadas dificultades de tesorería de muchas 
empresas, junto con la exención de garantías para los 
aplazamientos solicitados por los contribuyentes cuan- 
do no excedan de un importe de 500.000 pesetas, ha ori- 
ginado un sustancial incremento tanto en número como 
en importe de los aplazamientos solicitados en 1992. 
Concretamente, durante los nueve primeros meses de 
1992, período para el que ya se tienen datos definiti- 
vos, se solicitaron 70.024 aplazamientos, que es una ci- 
fra superior en un 85 por ciento al total de peticiones 
efectuadas en 1991 que fueron 37.878. El importe de las 
deudas en período voluntario, cuyo aplazamiento o frac- 
cionamiento se ha solicitado entre enero y septiembre 
de 1992, asciende a 206.560 millones de pesetas, frente 
a los 212.164 millones de pesetas de igual concepto pe- 
ro referido al período anual completo de 1991. 

Una última cuestión a la que quisiera hacer referen- 
cia es la relativa a la capacidad informática de la Agen- 
cia. En otras ocasiones he tenido la oportunidad de 
manifestar el importante ritmo al que la capacidad in- 
formática de la administración tributaria está mejoran- 
do y está creciendo; un ritmo que hace cada vez más 
difícil ocultar fuentes de renta por parte de los contri- 
buyentes, por parte de los ciudadanos españoles, sobre 
todo rentas que tienen registros y que dan origen a re- 
gistros que pueden luego ser cruzados. La capacidad 
informática está creciendo de forma muy notable y tie- 
nen ustedes el volumen impresionante de datos alma- 
cenados en el sistema informático de la Agencia en el 
cuadro de la página 43 del documento que les he dis- 
tribuido. Existen en estos momentos en la base de da- 

tos nacionales registros sobre 34.727.000 contribuyentes 
españoles; naturalmente, en algunos casos estos regis- 
tros son repetidos. Existen también registros sobre in- 
formación relativa a activos financieros, concretamente 
a cuentas bancarias en número de 713.509 millones: re- 
gistros relativos a información sobre activos financie- 
ros con rendimiento implícito y explícito, 100.412 
millones; información sobre activos financieros -letras 
del Tesoro-, 22.363 millones; información sobre trans- 
misiones de valores mobiliarios, 96.739 millones. Y las 
dos últimas filas les dan a ustedes una idea del grado 
y de la intensidad con la que esta base de datos está 
siendo utilizada. A lo largo de 1992 se produjeron 65.987 
millones de consultas sobre la base de datos naciona- 
les y 553.334 millones de consultas sobre la base de da- 
tos provinciales. Es decir, es un sistema potentísimo y, 
además, utilizado al máximo. 

Finalmente tienen ustedes en la página 47 un cuadro 
resumen, en el que pueden encontrar de forma sinteti- 
zada las principales características, los principales da- 
tos a los que me he venido refiriendo con más detalle 
a lo largo de toda mi exposición. 

Como conclusión de este repaso quisiera señalar que 
los resultados obtenidos por la Agencia en 1992, creo 
que responden sobradamente a las expectativas gene- 
radas con la creación de la Agencia Tributaria y que 
pueden ser calificadas de excelentes. Estos resultados 
nos permiten y al mismo tiempo nos obligan a seguir 
trabajando en la mejora de la administración tributa- 
ria, para lo cual estamos elaborando en estos momen- 
tos un plan estratégico que adecue la estructura y 
funcionamiento de la Agencia a los nuevos retos que 
plantea la sociedad española. Estoy convencido de que 
el mantenimiento de los niveles de rigor y eficacia que 
acabo de reseñar, que de hecho se están convirtiendo 
en una característica ampliamente reconocida de este 
ámbito de la Administración, nos van a permitir en el 
futuro continuar con nuestro empeño de, por una par- 
te, reducir al máximo el fraude fiscal, y por otra, ser- 
vir de la mejor forma posible al ciudadano para que 
pueda cumplir con sus obligaciones tributarias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 
Zabalza. 

Con el fin de ordenar la intervención de los diferen- 
tes grupos parlamentarios a la luz de la información 
suministrada por el Secretario de Estado, vamos a sus- 
pender la sesión durante diez minutos y se reanudará 
a las once y media en punto. 

El señor PRESIDENTE Se reanuda la sesión. 
¿Grupos parlamentarios que desean fijar posición 

respecto a la comparecencia del Secretario de Estado? 
(Pausa.) En primer lugar, por el Grupo Parlamentario 
Popular tiene la palabra el señor García-Margallo. 

El señor GARCIA-MARGAiU) Y MARFIL Muchas 
gracias, señor Secretario de Estado, por su compare- 
cencia. Como observación metodológica, señor Secre- 
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tario de Estado, me permito sugerirle que cuando haya 
be hacerse una comparecencia a petición propia, como 
es el caso, y vaya a entregarse una documentación tan 
difícil de analizar como ésta, podamos disponer de ella 
con unas horas de antelación. Es prácticamente impo- 
sible despertarse por la mañana, llegar a la Comisión, 
encontrarse con unos datos como los que el señor Se- 
cretario de Estado ha entregado y formular inmedia- 
tamente, con cinco minutos de receso, en términos 
sudamericanos, lo que un grupo parlamentario opina 
sobre este tema, mucho más en una etapa como la que 
estamos atravesando en estos días en que, pmbablemen- 
te, muchas de las opiniones del Grupo Parlamentario 
Socialista y muchas de las medidas que están conteni- 
das en este documento -y a ello me iré refiriendo- 
sean papel mojado después de la intervención del Pre- 
sidente del Gobierno esta tarde. 

Se ha mantenido un cierto secreto sobre lo que van 
a ser las medidas tributarias del llamado plan de reac- 
tivación de la economía española, pero no es un secre- 
to que algunas medidas fiscales hay y que algunas 
medidas fiscales anunciadas ya en los medios de comu- 
nicación contradicen o, por lo menos, ponen en cues- 
tión algunas de las afirmaciones que se contienen en 
este documento. Anuncio al señor Secretario de Esta- 
do que mi Grupo Parlamentario pedirá su comparecen- 
cia en fechas próximas para analizar los datos que hoy 
ha presentado y que hemos tenido exactamente cinco 
minutos para analizar; por tanto, que las opiniones que 
mi Grupo va a plantear en este tema son de carácter 
provisional en muchos aspectos, salvo en aquellos que 
sean reiteración de posturas anteriores, y que voy a 
aprovechar mi turno para formular algunas preguntas 
complementarias para ir preparando mejor lo que va 
a ser la comparecencia, a petición del Grupo Popular, 
del señor Secretario de Estado para hablar de la Agen- 
cia Estatal de la Administración Tributaria. 

Señor Secretario de Estado, me parece obvio que el 
año 1992 es un año difícil para analizar la eficiencia 
de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria. 
En primer lugar, está en los albores de su funciona- 
miento; en segundo lugar, el año 1992 ha sido un año 
errático, aunque utilizar esta expresión en los diez años 
de administración socialista pueda parecer redundan- 
te porque nos hemos encontrado con una desacelera- 
ción de la actividad económica, por tanto una 
desaceleración de ingresos, y con los cambios norma- 
tivos a los que esta Administración nos tiene acostum- 
brados: un decreto sobre cambio de retenciones y sobre 
cambio de la tarifa a mitad de carrera del Impuesto so- 
bre la Renta. 

Hechas estas observaciones, voy a plantear un rosa- 
rio de preguntas al señor Secretario de Estado, en pri- 
mer lugar, reiterando las dudas que mi Grupo tiene 
sobre la naturaleza jurídica de la Agencia -no voy a 
reiterarme en este tema, sabe cuál es nuestra opinión-, 
dudas que también compartimos respecto al tema de 
la dotación presupuestaria, y especialmente en lo que 
se refiere a que la Agencia tenga una participación en 

la gestión recaudatoria. Es un sistema de retribución 
que nosotros hemos discutido, es un tema sobre el que 
tenemos serias dudas y creemos que puede llegar a vi- 
cios importantes en lo que puede ser la gestión y la re- 
caudación de los tributos. El que la Agencia se nutra, 
en parte, de un porcentaje de lo que gestiona directa- 
mente vía acta de inspección es un procedimiento que 
tiene consecuencias muchas veces indeseadas y que 
analizaremos en profundidad. 

En materia de recaudación, el señor Secretario de Es- 
tado, que se ha levantado de buen humor, nos señala 
cuáles son los resultados de la Agencia y pone en rela- 
ción la eficiencia de la Agencia con la recaudación. Yo 
creo que falta aquí un tercer elemento, una tercera pa- 
ta del banco, que es saber cuál es el volumen del frau- 
de en estos momentos en las distintas figuras 
tributarias. Señor Secretario de Estado, con muchos 
menos medios de los que tiene la Agencia y tiene el Go- 
bierno socialista, desde luego con infinitamente menos 
datos de los que ustedes tienen, nada menos que refe- 
rencia a 34 millones de contribuyentes -bien es ver- 
dad que algunos repetidos porque, si no, tendríamos 
hasta a los niños de pecho metidos en el ordenador-, 
el Gobierno anterior fue capaz de elaborar un estudio 
sobre el fraude que fue discutido en esta Cámara. A mí 
me gustaría tener una evaluación sobre ese fraude pa- 
ra comparar lo que es la recaudación, vía gestión ins- 
pectora, con el volumen de fraude y el volumen de 
fraude por figuras tributarias, singularmente en el Im- 
puesto sobre la Renta, en el Impuesto sobre Socieda- 
des y en el Impuesto sobre el Valor Añadido; me 
preocupan menos los impuestos especiales y las figu- 
ras menores del sistema. Pero sí me gustaría que en la 
próxima comparecencia pudiésemos hacer la compa- 
ración con esta tercera pata, con este volumen de frau- 
de al que me he referido anteriormente, salvo que su 
señoría tenga algún atisbo de por dónde van los tiros 
en ese terreno. 

En materia de organización, cuarto punto, mi Grupo 
tiene dudas sobre la duplicación de órganos que ha su- 
puesto la Agencia: delegado de Hacienda, delegado de 
la Agencia, etcétera. Nos parece una duplicación de ór- 
ganos que con un buen criterio, y aproximándonos en 
administración tributaria a la ventanilla única, a la fi- 
gura de la administración única que mi Grupo defien- 
de, podría ser subsanado con un notable ahorro del 
gasto. 

En materia de normativa el señor Secretario de Es- 
tado ha estado extraordinariamente corto en su inter- 
vención, pero en el documento sí se alude a la 
participación, como no podía menos de suceder, de la 
Agencia en la elaboración de las distintas normas, tan- 
to legales como reglamentarias. En una interpelación 
muy reciente tuve ocasión de manifestar el disgusto que 
a mi Grupo producía que no se hubiese desarrollado, 
por ejemplo, la norma legal en la Ley 18/1991, que esta- 
blece que aquellas empresas que estén en estimación 
objetiva tengan acceso a los incentivos previstos para 
las empresas cuyos rendimientos se determinen en otro 
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régimen de estimación, en estimación directa, o el Im- 
puesto sobre Sociedades. Es una omisión que entende- 
mos mal en un momento en que la actividad económica 
está por los suelos y que es necesario aliviar, de ver- 
dad, a la pequeña y la mediana empresa. 

Alguna explicación me gustaría oír también de par- 
te del Secretario de Estado sobre la novedad que va a 
anunciar hoy -supongo- el señor Presidente del Go- 
bierno sobre las amortizaciones. La nueva tabla de 
amortizaciones, si mis noticias son exactas, se empezó 
a hacer en el año 1990 con grupos sectoriales presidi- 
dos por un inspector, dependiendo del señor Secreta- 
rio de Estado, y las conclusiones terminaron a mitad 
del año 1992. Parece que una de las sorpresas que se 
nos reserva es que esos trabajos empezados en 1990 y 
terminados en 1992 van a salir a la luz en 1993, proba- 
blemente para que sean efectivos en 1994 y cuando se- 
guramente no sirvan para nada, porque es difícil 
amortizar cuando la empresas están en pérdidas. Algu- 
na cosa me gustaría oír sobre este tema. 

También me gustaría oír la opinión del Secretario de 
Estado en este tema normativo. Mi Grupo se refirió el 
otro día en una moción, que fue derrotada con los vo- 
tos del Grupo que apoya a su señoría, al problema del 
arrastre de pérdidas. No es ninguna novedad, está en 
las propuestas de directiva en Europa, hace unos días 
su Grupo Parlamentario no lo consideró razonable, no 
sé si el señor Presidente del Gobierno, en este va y vie- 
ne que tiene en materia normativa, no sólo en aspectos 
fiscales sino también en aspectos laborales, lo va a con- 
siderar hoy con mejor cara que su propio Grupo Parla- 
mentario. 

También en materia normativa se nos anuncia en los 
medios de comunicación -insisto que el día va de 
sorpresas- que va a haber una revisión de módulos. 
Es el quinto punto al que se ha referido su señoría, 
quien se ha mostrado muy satisfecho de cómo ha fun- 
cionado el sistema de módulos. Nos ha dicho lo que ha 
aumentado (el 75 por cien en los rendimientos, el 50 por 
cien en la cuota) en un año, por cierto, no de vacas gor- 
das. No parece que el don de la oportunidad sea el que 
acompaña a este Gobierno en materia tributaria. Pero 
si están tan bien hechos los módulos de esos 24 secto- 
res ¿por qué se van a revisar y en qué se van a revisar? 
Supongo que la Secretaría de Estado algo habrá dicho 
sobre este tema para la intervención de esta tarde. 

En esta vía prospectiva en que estamos, a muy po- 
cas horas de que empiece el partido de esta tarde (Ri- 
sas.), quisiera saber también por qué se anuncia, 
después de lo que ha dicho el señor Secretario de Es- 
tado, una negociación del Impuesto sobre Actividades 
Económicas. Sabe el señor Secretario de Estado la opi- 
nión de mi Grupo sobre el Impuesto sobre Actividades 
Económicas; sabe el señor Secretario de Estado la opi- 
nión de la Comisión Europea, informe Ruding sobre el 
Impuesto sobre Actividades Económicas, en que los ad- 
jetivos que se aplican al Impuesto ni siquiera el Presi- 
dente de esta Comisión, cuando me contesta, se ha 
atrevido a utilizar respecto a la antigüedad, falta de efi- 

ciencia, penalización de la competitividad, castigo a la 
pequeña y mediana empresa que supone el Impuesto 
sobre Actividades Económicas. El señor Secretario de 
Estado dice que todo está muy bien, que se ha hecho 
muy bien, que el Impuesto es una cosa fantástica y que 
somos los grupos de la oposición los que la hemos to- 
mado con el Impuesto sobre Actividades Económicas, 
acompañados por todos los países de Europa y por el 
comité Ruding, habría tenido que decir el señor Secre- 
tario de Estado; pero es buena compañía. Ustedes tie- 
nen que empezar a acostumbrarse a ir en solitario en 
Europa, hasta marzo con alguna compañía, después ya 
veremos. 

En materia de pagos fraccionados, el señor Secreta- 
rio de Estado alude a que los ingresos se calculan en 

b base a un porcentaje sobre los beneficios obtenidos en 
el trimestre y a una cifra que se refiere a dos ejercicios 
anteriores. Tengo serias dudas de que eso pueda servir 
para medir la capacidad económica, sobre todo tenien- 
do en cuenta que el ciclo económico funciona como fun- 
ciona. Me parece que fijar un ingreso a cuenta en estos 
momentos, teniendo en cuenta magnitudes de hace dos 
años, nos puede llevar a la locura, si por locura se en- 
tiende la pérdida de conexión con la realidad. Sobre es- 
to me gustaría oír la opinión del Secretario de Estado. 

En materia de retenciones sabe el señor Secretario 
de Estado lo que opina mi Grupo. Es una financiación 
gratuita de fondos del Tesoro. Cuando se produce un 
volumen de devoluciones importantes, lo único que se 
está demostrando palpablemente es que las retencio- 
nes se han calculado mal o se han calculado interesa- 
damente para anticipar fondos superiores a los que 
hubiesen sido normales. Los datos que yo tengo es que 
si en enero de 1992 se devolvían en el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas 40.200 millones de pe- 
setas, en enero de 1993 se devolvían 225.000 millones 
de pesetas, que ya es adelantar gratuitamente, aunque 
esto se haga en enero y, por tanto, en fechas navideñas. 

En materia de resolución de recursos, me gustaría 
saber cuál es el plazo medio de resolución de un recur- 
so en reposición y en la vía económico administrativa, 
suponiendo que sea un asunto que pueda llegar a las 
dos instancias: Tribunal Económico-administrativo re- 
gional y Tribunal Económico-administrativo nacional. 
Es decir, cuánto tiempo tarda un contribuyente en ver 
terminada la vía económico- administrativa desde que 
interpone el primer recurso de reposición ante la ad- 
ministración tributaria hasta que termina la vía 
económico-administrativa en el Tribunal Económico- 
administrativo central. 

Y ahora voy a hacer unas preguntas adicionales. Ha 
visto el señor Secretario de Estado que he hecho un es- 
fuerzo por ceñirme a sus manifestaciones, sus decla- 
raciones y al contenido del informe escrito que se nos 
ha entregado. El señor Secretario de Estado, en una con- 
ferencia de prensa en una organización económica im- 
portante, manifestó el otro día que la Secretaría de 
Estado estaba estudiando la elaboración de un estatu- 
to del contribuyente, expresión que, por cierto, le sue- 
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na familiar a este Grupo Parlamentario. Me gustaría 
saber cuál es el contenido de ese estatuto del contribu- 
yente y cómo vamos avanzando en la elaboración y la 
modificación de la Ley General Tributaria que se ini- 
ció allá por los lejanos ochenta y que todavía está es- 
perando la luz. 

Me gustaría saber qué problemas le causa al señor 
Secretario de Estado y a la Agencia tributaria la deci- 
sión judicial de anular algunos artículos del Reglamen- 
to de Inspección que violan derechos fundamentales de 
la persona, que violan principios fundamentales en un 
Estado democrático de derecho. Me gustaría saber, se- 
ñor Secretario de Estado, cuál es su opinión en rela- 
ción con este Estado de derecho, con el principio de 
seguridad jurídica, el principio de certeza y el princi- 
pio de capacidad económica sobre las modificaciones 
que ha anunciado su departamento en materia de régi- 
men sancionador y, especialmente, de las sanciones 
cuando se incumple la obligación de retener. Sabe el 
señor Secretario de Estado perfectamente que se mo- 
dificó la Ley General Tributaria de tal forma que la pe- 
nalización a quien incumple la obligación de retener, 
aunque sea por desconocimiento de los datos reales de 
quien es el sujeto pasivo real, puede llegar a un 300 por 
ciento de las cuotas que se hubiesen debido retener y 
que eso está planteando algún problema serio. 

Señor Secretario de Estado, no sé si va a consultar 
algún dato, si huye despavorido (Risas.), le agradezco 
enormemente -termino como empecé- su compare- 
cencia, le anuncio que los datos que nos ha suminis- 
trado suponen -y hay que reconocerlo- una mejoría 
muy notable respecto a otras comparecencias realiza- 
das por la propia Secretaría de Estado de Hacienda y, 
desde luego, notablemente superiores a otras autorida- 
des de la Administración pública y que necesitan una 
reflexión, un estudio sosegado por mi parte. Le prome- 
to que tendremos otra vez el placer de vernos en la mis- 
ma situación para analizar esos datos con mayor 
sosiego por parte de mi Grupo Parlamentario. 

El señor PRESIDENTE: A efectos del Diario de Se- 
siones se habrá podido comprobar que el señor Secre- 
tario de Estado no ha huido despavorido sino que ha 
ido a por unos papeles. Como sólo ha quedado la frase 
del señor García-Margallo quiero reestablecer la pelí- 
cula completa. De todas formas, señor García-Margallo, 
para anunciar una nueva comparecencia y no haber te- 
nido tiempo de analizar los datos, su señoría ha con- 
sumido más tiempo del reglamentario. Lo digo a efectos 
de que si tiene que intervenir de nuevo lo tenga en 
cuenta. 

El señor GARCIA-MARGALU) Y MARFIL Su seño- 
ría, que es persona ilustrada, sabrá que ha sido preci- 
samente por no haber podido ver los datos por lo que 
no he podido ser breve. Talleyrán dijo a Napoleón una 
vez: Lo siento, Sire, no he tenido tiempo de ser breve. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parlamentario 
de Izquierda Unida tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER Señor Secretario de Es- 
tado, en primer lugar he de excusarme por no haber 
podido asistir al inicio de la comparecencia; problemas 
de vuelo y un adelanto en el decurso de la Comisión me 
lo han impedido. Por tanto, mi intervención será, más 
que una réplica a lo que ha sido la suya o el cuaderno 
que acabo de examinar -no rápidamente sino con ex- 
trema urgencia, mucha más que la del señor García- 
Margallo-, una reiteración de posiciones políticas de 
nuestro Grupo y una demanda de mayor información 
o de mejor posicionamiento por su parte, como Secre- 
tario de Estado, sobre temas de relevancia política que 
atañen al funcionamiento de la Agencia tributaria y a 
la normativa que la envuelve. 

Quiero recordar que nosotros fuimos claros partida- 
rios del nacimiento y de la creación de esta Agencia tri- 
butaria, que incluso en intervenciones parlamentarias 
wad hoc», en el momento adecuado, en el debate de pre- 
supuestos y en ulteriores debates hemos señalado la ne- 
cesidad de dotarla de mayores medios humanos y 
materiales, cosa que veo que en la memoria ya se reco- 
noce como una necesidad importante, y que lo único 
que podríamos decir -y en ello sí coincidiríamos en 
parte con lo que ha expresado el portavoz del Grupo 
Popular- es que no compartimos en su día y continua- 
mos sin compartir una de las formas de financiación 
de la Agencia, es decir, la participación en la recauda- 
ción que, aunque es una participación institucional, por 
supuesto, no personalizada, no nos parece un buen sis- 
tema para asegurar los ingresos de funcionamiento, el 
presupuesto, en definitiva, de la Agencia tributaria. Este 
es el único punto en que discrepábamos, pero en la crea- 
ción, en el diseño y en la mayor dotación de medios hu- 
manos y materiales para realizar su función primordial 
sí hemos estado de acuerdo. 

¿Cuál es esta función primordial para nosotros? En 
el marco de un cuadro fiscal prácticamente estable, no- 
sotros creemos que la función fundamental de la Agen- 
cia tributaria es asegurar la universalización de la 
recaudación, es decir, asegurar a todos los españoles 
que de verdad son iguales ante la ley, que de verdad to- 
dos tributan lo que deben tributar. Esta es la mayor 
preocupación, la preocupación fundamental del Gru- 
po Parlamentario en nombre del cual estoy hablando, 
y de ahí que mi intervención vaya a continuar plantean- 
do al señor Secretario de Estado una serie de cuestio- 
nes relacionadas con el fraude fiscal. 

Por lo poco que he podido ver del cuaderno y por lo 
que me he podido informar, aunque se habla de la acti- 
vidad inspectora no ha sido precisamente el tema que 
más ha abundado en su intervención y quisiera que, si 
es posible, ahora se convirtiera en un tema importante 
de nuestro debate. ¿En qué medida se ha avanzado, en 
su opinión, en el combate del fraude fiscal? Para ha- 
blar de ello quisiera saber su parecer, por ejemplo, en 
el debate que está hoy en la calle, en los medios de co- 
municación, en las personas que nos preocupamos de 
estos temas sobre, por ejemplo, las opiniones del juez 
de delitos monetarios, señor Moreira, sobre si existe o 
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no delito fiscal cuando se ingresa la deuda tributaria 
reconocida en una actividad inspectora. Me gustaría sa- 
ber la opinión del Secretario de Estado sobre este ex- 
tremo y lo que él cree que sería más oportuno y mejor, 
puesto que estamos ahora debatiendo el tema en la po- 
nencia que estudia la reforma del Código Penal y des- 
pués se verá en Comisión y en Pleno. 

Me gustaría saber también cuál es el estado de la 
cuestión respecto a las cesiones de créditos del Banco 
de Santander, cómo está este asunto, cuál es la posición 
actual, en qué situación se encuentra la Agencia tribu- 
taria, la Secretaría de Estado para Hacienda, en este 
importantísimo tema de las cesiones de crédito del Ban- 
co de Santander. 

También me gustaría saber si la caída del Impuesto 
sobre Sociedades se debe únicamente a caída en la ac- 
tividad industrial de nuestro país o cree usted que, ade- 
más de la caída debida a la baja actividad industrial, 
hay fraude o indicios de fraude en la recaudación de 
este importante impuesto, no tanto en cuanto al volu- 
men pero sí en cuanto a los agentes que deben ingre- 
sar la cuota tributaria correspondiente. 

Hablando de armonización fiscal, que también cita- 
ba el portavoz del Grupo Popular, me gustaría saber 
cuál es la posición del Gobierno español en la aún no 
nata armonización fiscal europea, sobre todo respecto 
a retenciones en origen sobre el capital. Este es un te- 
ma muy importante, muy serio y muy grave. Aquí lo he- 
mos paliado en parte con la creación de los fondos de 
inversión, pero no es menos cierto que la no existencia 
de una armonización fiscal en cuanto a retenciones en 
origen en los capitales crea problemas. Me gustaría sa- 
ber cuál es su opinión y cuál es el trabajo que desde 
su departamento, en el Ministerio de Economía, se es- 
tá realizando para conseguirla en el marco europeo. 

Estas son algunas de las cuestiones más importan- 
tes que quería plantear al señor Secretario de Estado, 
que vienen a resumirse, como decía al principio, en la 
preocupación de nuestro Grupo por conseguir, repito, 
un cuadro fiscal estable, para lo que nosotros plantea- 
mos alguna modificación presupuestaria, concretamen- 
te un ligero incremento -que esta tarde se pondrá de 
manifiesto- en el Impuesto sobre el Patrimonio, que 
nosotros rotulamos como impuesto sobre grandes for- 
tunas, y un posible impuesto, respecto al que recono- 
cemos la dificultad enorme de cómo articularlo, sobre 
las viviendas vacías. Pero básicamente nuestra propues- 
ta fiscal es de estabilidad del cuadro fiscal; ahora bien, 
una estabilidad que implique asegurar la absoluta uni- 
versalización de los deberes tributarios. Sobre esta 
cuestión y sobre sus múltiples aspectos e incidencias 
nos gustaría oír mucho más del Secretario de Estado, 
y nos gustaría poder felicitarle porque su lucha, su tra- 
bajo contra el fraude se convierta en un auténtico éxi- 
to. No estamos seguros de poderle felicitar, y por eso 
le planteamos la posibilidad de que se luzca y le poda- 
mos aplaudir, si es que podemos aplaudirle. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista tie- 
n e  la palabra la señora Juan Millet. 

La señora JUAN MILLET: En primer lugar, queremos 
agradecer la comparecencia, a petición propia, del Se- 
rretario de Estado de Hacienda para darnos cuenta de 
la gestión en el primer año de funcionamiento de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria. Yo creo 
que había puestas muchas expectativas en este instru- 
mento, novedoso en cuanto a la gestión tributaria, que 
poníamos en marcha en este país. De hecho fue un ele- 
mento importante del consenso parlamentario, que es- 
ta Cámara articuló en torno a la reforma fiscal, pensar 
que dotarse de ese instrumento iba a hacer posible lo 
que se ha puesto aquí de manifiesto, una mayor gene- 
ralización del cumplimiento de las obligaciones tribu- 
tarias y, por consiguiente, una mayor conciencia 
ciudadana y una mayor garantía de la posible atención 
i toda la partida de gastos del presupuesto del Estado. 
Yo creo que si hay un servicio público esencial es pre- 
risamente éste. La presentación de los datos no sola- 
mente ha sido expuesta oralmente, como es habitual en 
cualquier comparecencia de cualquier alto cargo de la 
Administración ante las Cortes, sino que ha tenido el 
detalle de ofrecernos por escrito todos los datos. Este 
hecho no es como para decir, como se ha dicho aquí, 
que no da tiempo de entender, comprender o asimilar, 
sino que la capacidad de este Parlamento de asimilar 
las posturas y la información que se transmite se con- 
trarresta normalmente con la propia información o la 
preocupación de cada uno de los parlamentarios en el 
seguimiento de estos temas. Yo comprendo que algún 
portavoz que me ha precedido en el uso de la palabra 
quiera traer aquí el grado de insatisfacción que a lo me- 
ior un debate en el Pleno la semana pasada le produjo, 
y en este momento nos plantea cuestiones inconexas, 
más ruido que nueces y poco análisis del tema que real- 
mente estamos tratando. 

Otro hecho que también consideramos en algún mo- 
do preocupante es que no estén presentes todos los gm- 
pos parlamentarios que habitualmente participan en 
los debates de esta Comisión, no sabemos si debido a 
la climatología o al debate sobre el empleo que esta tar- 
de tendrá lugar. 

Efectivamente, el balance de gestión ha sido muy po- 
sitivo y, además, se ha hablado aquí de eficacia, de ren- 
tabilidad, conceptos que tenemos que exigir y que 
exigimos a nuestra Administración. En este servicio pú- 
blico se ve claramente no sólo la rentabilidad econó- 
mica del mismo, como se ha puesto de manifiesto en 
los datos que nos ha presentado, sino la rentabilidad 
social. Un sistema fiscal moderno, como el que tenemos 
en nuestro país, similar a los de los países de nuestro 
entorno, exige, en primer lugar, que el cumplimiento 
voluntario sea la norma general del mismo. Informati- 
zada como está nuestra Administración, con unos me- 
dios personales de alta cualificación, como se reconoce 
habitualmente, posibilita esta realidad. Lo cual no quie- 
re decir que, en temas como la lucha contra el fraude, 
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no sea necesario incentivar y potenciar su campo de 
actuación. Yo quería señalar aquí que fue un elemento 
del consenso parlamentario la modificación del siste- 
ma de estimación objetiva por el sistema de estimación 
objetiva por módulos, puesto que constatábamos una 
gran injusticia tributaria en cuanto a la justicia hori- 
zontal de los impuestos. No era razonablemente creí- 
ble que los rendimientos de las actividades 
empresariales individuales estuvieran casi a la mitad 
del rendimiento medio del trabajo. El nivel de acepta- 
ción de este sistema -según ha manifestado el Secre- 
tario de Estado-, con un 8 por ciento de renuncias, que 
es un nivel altamente significativo así como el incre- 
mento de las cuotas, efectivamente, nos acercan a esa 
lucha contra el fraude que supone la desigualdad en 
la percepción de la carga tributaria entre los distintos 
ciudadanos. 
Yo querría, al hilo de la información que nos ha trans- 

mitido esta mañana, plantearle algunas cuestiones que 
van en la línea de mejorar la gestión de la administra- 
ción tributaria, que yo creo que es el objetivo de todos. 
Si el nivel de cumplimiento voluntario, como decía, es 
altamente significativo, entre los retos que tenemos en 
el futuro se encuentra la implantación de la nueva Ley 
del IVA, que recientemente aprobamos en esta Cáma- 
ra, sobre el cual ya nos ha avanzado algo el Secretario 
de Estado. El nivel de seguimiento de la información 
para que el IVA intracomunitario no suponga en el fu- 
turo una caída de la recaudación o un no cumplimien- 
to, supongo que será tarea prioritaria. 

También sería interesante hacer una reflexión en es- 
th Comisión, puesto que está tramitándose en esta Cá- 
mara el Código Penal, sobre un tema que se ha 
planteado aquí relativo a un mejor cumplimiento del 
delito fiscal. Si no recuerdo mal, se ha referido a que 
ha habido 21 condenas en un año, por delito fiscal. Pa- 
rece que en este país no se condena a nadie. Será por- 
que los medios de comunicación no lo han difundido. 
Pero, efectivamente, existen condenas en nuestro país 
por delito fiscal. Todos tenemos la sensación de que es- 
tas condenas pueden y deben incrementarse. Supongo 
que la Agencia estará buscando los medios personales 
para hacer más eficaz el trabajo de los jueces que ten- 
gan que dictar sentencia en esta materia. 

Por último, querría preguntarle si puede avanzarnos 
alguna información sobre el Plan estratégico de refor- 
ma de la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
-parece que está sobre el tapete-, para dotar en el fu- 
turo a los medios personales y técnicos de una mayor 
eficacia en la lucha contra el fraude y en el cumplimien- 
to de las obligaciones específicas de la Agencia. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el señor Se- 
cretario de Estado de Hacienda. 

El señor SECRETARIO DE ESTADO DE HACIENDA 
(Zabalza Martí): Voy a contestar las cuestiones que me 
han sido planteadas. Por lo que respecta al señor 
García-Margallo, quiero decirle que no está en mi po- 

der responder sobre la metodología. He pedido una 
comparecencia a petición propia, he dado los datos que 
tenía que dar y, además, los he puesto en un papel pa- 
ra que ustedes los puedan examinar con más facilidad. 
Si ustedes quieren volver sobre esta cuestión, natural- 
mente yo estoy a su disposición. Cuando quieran com- 
parezco de nuevo en la Comisión para discutir la 
cuestión, con todo el análisis y reflexión que ustedes 
hayan querido hacer y preparar sobre la misma. Esto 
es lo único que les puedo decir. 

Sobre las cuestiones más concretas que usted ha 
planteado, ha manifestado algunas posiciones que son 
ya familiares en lo que respecta al posicionamiento po- 
lítico del Grupo que representa, Tienen duda sobre la 
configuración del presupuesto de la Agencia, particu- 
larmente por lo que se refiere a la participación de un 
determinado porcentaje en los actos de liquidación; du- 
das que también comparte el representante de Izquier- 
da Unida. Son dudas que no llevan a ningún problema, 
en el sentido de que este porcentaje de participación 
introduce un elemento incentivador que no veo por qué 
no debería existir en una organización como la Agen- 
cia. Es evidente que en la medida en la que la adminis- 
tración tributaria pueda levantar una recaudación más 
elevada, la disponibilidad de sus recursos, no para re- 
tribuciones -cuidado-, sino para mejorar los medios 
materiales y físicos con los que cuenta, puede yerse in- 
crementada. Yo creo que éste es un incentivo importan- 
te y que existe en casi todas las organizaciones, sobre 
todo las grandes organizaciones modernas. No veo por 
qué una organización, aunque tenga carácter público 
como es la Agencia, debería prescindir de lo que son 
los avances en los mecanismos de incentivación de su 
funcionamiento. Este es el único propósito de este ele- 
mento en el presupuesto de la Agencia. Con esto doy 
respuesta también a la cuestión planteada por el señor 
Espasa, en representación de Izquierda Unida. 

El señor García-Margallo ha hecho la consideración 
también de que quizás 1992 sea un año difícil para ana- 
lizar la evolución de la Agencia. Cada año es un año di- 
fícil; cada año va a ser un año en donde hay novedades 
de tipo organizativo, normativo, etcétera. Además, éste 
es el año que nos toca analizar ahora. El próximo año 
analizaremos, o quien me suceda -si no estoy yo 
aquí-, analizará 1993. Ahora nos toca analizar 1992, 
sea o no sea un año difícil. b s  resultados son buenos. 
De hecho, entiendo de su evaluación que comparte es- 
te punto con respecto a lo que ha sido mi valoración 
final del cumplimiento de estos objetivos de la Agencia. 

En lo que respecta a la recaudación, los señores 
García-Margallo y Espasa han planteado la cuestión re- 
lativa a que faltaba un tercer elemento en mi descrip- 
ción, sobre cuál es el volumen de fraude y que, por 
tanto, hay que poner estos resultados (algunos de ellos 
espectaculares, creo que aceptarán sus señorías que lo 
son, en lo que respecta al número de requerimientos, 
a la deuda levantada, a las inspecciones realizadas, et- 
cétera) en el contexto de cuál es el volumen de fraude. 
He tenido ya varias ocasiones de manifestarme ante- 
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riormente sobre este punto. Es muy difícil evaluar cuál 
es el volumen de fraude. Es prácticamente imposible, 
desde un punto de vista riguroso. Lo que se pueden ha- 
cer son estimaciones basadas en supuestos que son 
muy heroicos y, por tanto, que sufren muchas variacio- 
nes entre un analista y otro. Sobre un mismo proble- 
ma, sobre unos mismos datos, dos analistas pueden 
llegar a conclusiones extremadas y terriblemente dis- 
tintas en lo que respecta al volumen de fraude. Por tan- 
to, sigo resistiéndome a dar carta de naturaleza a esas 
estimaciones, porque son ejercicios intelectuales res- 
petables en lo que valen, pero que no van más allá. 

Darles más peso que el que tienen, a lo único que pue- 
de llevar es a confundirnos a todos y a lo que en mi opi- 
nión es más preocupante, a dar la impresión en este país 
de que nadie paga impuestos, lo cual es una impresión 
equivocada, terriblemente equivocada. Lo es porque en 
este país tenemos unos sistemas impositivos que, más 
o menos, son de la misma naturaleza y sobre los mis- 
mos niveles que tienen otros países de la Comunidad 
Europea -por ejemplo, Inglaterra o Francia-, y el vo- 
lumen de producto que acabamos recaudando a través 
de este sistema es también parecido al que tienen otros 
países. Estamos en volúmenes muy similares a los que 
tienen otros países europeos. 

De estas dos premisás se deriva una conclusión que 
no se nos escapa: que el volumen de cumplimiento en 
España y, por tanto, el volumen de fraude en España, 
no puede ser muy distinto al que existe en otros países 
europeos, porque si no difícilmente podríamos obtener 
el porcentaje del PIB en términos de recaudación que 
obtenemos. Vuelvo a repetir: no pongamos el énfasis 
ahí. Creo que debemos poner el énfasis en el trabajo 
diario de la administración tributaria y en los logros 
de este trabajo diario. 

En ese sentido -y contesto con ello también a la pre- 
gunta que ha formulado el señor Espasa, en represen- 
tación de Izquierda Unida-, la evaluación de que se 
están consiguiendo éxitos notables en lo que respecta 
a la represión del fraude fiscal, es correcta y totalmen- 
te justificada por los hechos. 

Tanto los cambios normativos introducidos por la ú1- 
tima Ley del IWF, que cegaron las últimas vías que que- 
daban para la canalización oficial del dinero negro, 
como el incremento notable de las actuaciones de la 
Agencia tributaria y la potencialidad que le concede el 
parque y el sistema informático de que dispone -a to- 
do ello me he referido en mi intervención-, están dan- 
do lugar a una situación en donde quien pretenda no 
declarar a Hacienda se enfrenta realmente a problemas 
muy serios, a problemas que la gente está notando ya 
y que conducen a la presentación de numerosas decla- 
raciones por vía voluntaria con carácter complemen- 
tario, de declaraciones extemporáneas, o a la conclusión 
de que han de cambiar las conductas de una forma sig- 
nif icat iva. 
Yo observo esto en la sociedad española y creo que 

los datos que he tenido ocasión de discutir con uste- 
des aquí esta mañana van en esa dirección también. No 

me negarán ustedes que los datos son contundentes en 
términos del volumen de deuda levantada, de requeri- 
mientos y de actuaciones llevadas a término. 

Soy muy pragmático. Quizás en esto sea distinto a 
muchas otras personas en este país, pero prefiero ha- 
blar de hechos que de cuestiones conceptuales. Hoy por 
hoy (creo que por mucho tiempo, para siempre, de he- 
cho) el concepto de fraude fiscal, la evaluación de cuán- 
to fraude fiscal existe, es una cuestión conceptual muy 
difícil de evaluar, cuantificar y sobre la que cuesta po- 
nernos de acuerdo. 

Dado que tenemos esta dificultad, ¿por qué no deja- 
mos de perder el tiempo y vemos qué está haciendo 
exactamente la administración tributaria? Esta, creo 
yo, es la mejor respuesta que puedo dar a aquellas per- 
sonas que se sientan preocupadas por el cumplimien- 
to fiscal en este país. 

El señor García-Margallo ha hecho algunas conside- 
raciones concretas sobre puntos que o bien estaban re- 
lacionados con estos temas o bien en algunos momentos 
escapaban del ámbito de mi intervención. Sin embar- 
go, voy a contestarlos en la medida de mis posibilida- 
des. No hay duplicación de órganos. De hecho, la 
organización de la administración tributaria en estos 
momentos, a excepción de la creación de tres departa- 
mentos nuevos que son el departamento económico- 
financiero, el departamento laboral y el servicio jurí- 
dico y de auditoría interna-, es prácticamente la mis- 
ma que existía anteriormente, sobre todo en lo que 
respecta a su despliegue territorial. Por tanto, no ha ha- 
bido cambios en este sentido. 
Yo no he puesto énfasis en las cuestiones normati- 

vas porque el nuevo diseño de la administración tribu- 
taria precisamente persigue -hemos tenido ocasión de 
discutirlo aquí en anteriores ocasiones- una separa- 
ción entre las labores de gestión y las labores de dise- 
ño normativo. Las labores de diseño normativo están 
ubicadas dentro de la Administración central y, en par- 
ticular, en la Dirección General de Tributos. Las labo- 
res de gestión están ubicadas en la Agencia. 
Naturalmente, eso no quiere decir que no haya o que 
no deba haber coordinación entre los dos elementos. 
En este sentido, efectivamente, la Agencia siempre in- 
forma las iniciativas normativas para, precisamente, po- 
ner de manifiesto cuestiones que pueden plantearse en 
lo que respecta a la aplicación de esas normas o ele- 
mentos que quien conoce mejor es precisamente quien 
está en la primera línea de la aplicación de los impues- 
tos. La coordinación es importante, pero no es compe- 
tencia fundamental de la Agencia el diseño de normas 
tributarias. Esta es la razón por la que no he hecho re- 
feerencia en mi exposición a esta cuestión. 

La siguiente cuestión que ha abordado el señor 
García-Margallo es la relativa a las medidas urgentes 
en materias presupuestarias, tributarias, financieras y 
de empleo, que apaiecen hoy en el «Boletín Oficial del 
Estado». Sobre esta cuestión va a haber todo un deba- 
te esta tarde, por lo que no quisiera hacer valoración 
alguna, pues no tiene sentido adelantarme. Lo que le 
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puedo decir sobre cuestiones puntuales que usted ha 
mencionado es que, efectivamente, dentro de este pa- 
quete hay algunas bonificaciones en lo que respecta a 
la estimación objetiva por signos. Estas bonificaciones 
simplemente persiguen equiparar los beneficios de los 
contribuyentes que están en este ámbito con los que se 
dan en este Decreto a los contribuyentes en general. Con 
relación a las empresas en general, hay un,beneficio que 
es el que se deriva de la compensación de bases impo- 
nibles negativas. 

Creíamos que era importante establecer para las em- 
presas que están dentro del régimen de estimación ob- 
jetiva singular un beneficio equivalente. En este sentido, 
hay una bonificación del 20 por ciento en el rendimiento 
neto estimado para estas empresas, cuando sean de nue- 
va creación. 

Por lo que respecta a la tributación general de estas 
empresas de estimación objetiva singular, para el año 
1993 -sólo para este año-, va a haber una bonifica- 
ción del 10 por ciento. ¿Por qué? El motivo de este De- 
creto es dar una respuesta fiscal y desde otro punto de 
vista a la coyuntura de estos momentos, una coyuntu- 
ra sobre la que hemos ido conociendo su alcance muy 
recientemente. Los módulos que corresponden a este 
año para las empresas dentro de este régimen se esti- 
maron a finales de 1992. Intentamos captar la coyun- 
tura -porque éste es uno de los propósitos de la 
estimación objetiva por módulos- tal como la veíamos 
en ese momento, pero esa visión era posiblemente más 
optimista que la que ahora contemplamos. 

Por tanto, hemos creído que para 1993 esta pondera- 
ción de los módulos necesitaba una pequeña correc- 
ción, que en este caso va a consistir en una bonificación 
del 10 por ciento también con carácter general para to- 
das las empresas. Esta es la razón por la que dentro de 
este régimen, que afecta fundamentalmente a activida- 
des empresariales de pequeño tamaño, hemos introdu- 
cido medidas incentivadoras equivalentes a las que 
hemos introducido en otros sectores. 

Sobre las amortizaciones, es evidente que ha habido 
una discusión bastante larga y detallada con los corres- 
pondientes sectores, como debía ser, porque sobre es- 
ta cuestión, si queremos realmente aproximar la tabla 
de amortizaciones a las características económicas de 
la amortización de los bienes, hay que consultar con 
los correspondientes sectores. Es evidente que lo hu- 
bo, pero nunca se adoptó una decisión sobre cuál era 
el grado de incremento en estos coeficientes ni el mo- 
mento en que se iba a llevar a término. Ahora la deci- 
sión es ponerlos en práctica. No se lleva a efecto en este 
decreto naturalmente porque es materia de orden mi- 
nisterial, pero se aplicarán de forma inmediata después 
de los procesos de consulta preceptivos. Son cambios 
importantes que van a suponer un incentivo a la inver- 
sión también muy significativo. Además de esto, sobre 
los coeficientes de estas tablas se establece un coefi- 
ciente multiplicador del 1,s para la inversión nueva que 
se realice a lo largo de los años 1993 y 1994. 

Creo que con esto contesto a sus preguntas sobre el 

I 

arrastre de pérdidas o de las amortizaciones y sobre 
la revisión de módulos que usted me ha formulado. Pe- 
ro vuelvo a insistir en que el foro adecuado para la dis- 
cusión de estas cuestiones va a ser el Pleno del Congreso 
esta tarde. 

En lo que respecta al IAE, no hay aquí ninguna mo- 
dificación, aunque efectivamente yo he tenido ocasión 
de manifestar en algún otro foro que vamos a reunir- 
nos con la FEMP y vamos a examinar cuáles son las dis- 
tintas incidencias que se han ido produciendo durante 
este primer año de aplicación, como siempre hacemos 
durante la aplicación y el período de consolidación de 
un impuesto nuevo. 

Van a ser mejoras fundamentales técnicas y cualquier 
otro tipo de mejoras, sobre todo aquellas que hagan re- 
ferencia a los tipos impositivos, no está en nuestra ma- 
no proponerla, porque, después de todo, es un impuesto 
que recaudan los ayuntamientos. Vamos a ver qué es 
lo que dice al respecto la Federación Española de Mu- 
nicipios y Provincias. Pero éstas son reuniones que he- 
mos comenzado ya con carácter informal y que vamos 
a intensificar en breve. 
Su siguiente pregunta se refería a los pagos fraccio- 

nados. El sistema que tenemos ahora facilita enorme- 
mente la gestión. De hecho, como puede ver usted, ha 
habido un importante número de requerimientos por- 
que son requerimientos que se pueden hacer dada la 
obligación y la información que tiene la administración 
tributaria sobre el volumen de ingresos que por la vía 
de pagos fraccionados debería haber hecho el contri- 
buyente. Estoy de acuerdo con usted en que la aplica- 
ción rígida de este sistema podría dar lugar a 
obligaciones por parte del contribuyente que se hallan 
desfasadas con respecto a su situación económica ac- 
tual. Este fue un problema que se detectó ya a media- 
dos del año pasado y que dio lugar a un cambio 
normativo que facilita al contribuyente la posibilidad 
de pedir una excepción a esta regla cuando la diferen- 
cia entre el rendimiento que está obteniendo a lo largo 
del año y lo que tendría que pagar con base a índices 
pasados sea muy grande. Este problema está resuelto 
ya o, por lo menos, enfocado de acuerdo con lo que cree- 
mos nosotros que debería ser la resolución. 

En cuanto a las retenciones, ya le he oído a usted mu- 
chas veces que son un impuesto anticipado. Las reten- 
ciones son una forma de recaudar un impuesto y, por 
lo tanto, se tienen que regir por lo que dice la ley. Si 
la ley permite la retención en la cuenta de un determi- 
nado impuesto, ésta es la obligación y lo que tienen que 
hacer los contribuyentes. 

Si usted cree que éste no es un buen sistema, propon- 
ga por la vía legal un cambio. Ahora bien, tenga cuida- 
do, porque si debilita el sistema de retenciones debilita 
también la capacidad recaudatoria de la Administra- 
ción, y esto es algo que yo no haría. Esto es algo que 
no hace ningún país moderno ni ninguna administra- 
ción tributaria que tenga que levantar volúmenes im- 
portantes de recursos para financiar la actividad 
pública del Estado. 

, 
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Pregunta su señoría, a continuación, por el período 
exacto de tratamiento en la resolución de los recursos, 
tanto en vía de reposición como económico- 
administrativa. No lo sé, pero a través del Presidente 
le mandaré esta información. Lo único que sé es lo que 
le he dicho en mi intervención anterior, de que este pe- 
ríodo se ha visto reducido en un 20 por ciento en 1992 
con respecto a 1991. La longitud del período exactamen- 
te no la conozco en estos momentos. 

En lo que respecta al estatuto del contribuyente, es- 
tas consideraciones las hice en una intervención públi- 
ca reciente, precisamente a raíz de los trabajos que 
estamos llevando a cabo en estos momentos para la re- 
forma de la Ley General Tributaria. Fundamentalmen- 
te lo que dije es que ya existe, incluso en la actual 
versión de la Ley General Tributaria, como no podría 
ser de otra forma, todo un compendio no sólo de obli- 
gaciones, sino también de derechos del contribuyente. 
Estos derechos van a seguir existiendo, posiblemente 
mejorados y mejor articulados en la nueva ley. 

¿Qué es el estatuto del contribuyente? El estatuto del 
contribuyente en la mayoría de los países europeos es 
precisamente un compendio, a título informativo, de lo 
que son los derechos de los contribuyentes estableci- 
dos en la legislación tributaria. Generalmente, equiva- 
le a lo que en nuestro caso sería la Ley General 
Tributaria. Lo que vamos a hacer es extraer.de la nue- 
va Ley General Tributaria todos aquellos artículos y dis- 
posiciones que hagan referencia a los derechos de los 
contribuyentes, vamos a darle un énfasis especial, una 
información puntual y una publicidad mayor que la que 
tendría si se quedara simplemente dentro de la Ley Ge- 
neral Tributaria. Este es el estatuto del contribuyente 
y así es como me manifesté en mi anterior intervención. 

En cuanto a la sentencia del Tribunal Supremo, creo 
que debería ponerse en perspectiva. Esta sentencia res- 
ponde a la impugnación de diversas instituciones y or- 
ganismos sobre 34 artículos y la disposición transitoria 
tercera del Reglamento General de la Inspección de Tri- 
butos. Pues bien, el Tribunal Supremo confirma la le- 
galidad de 26 de los artículos que fueron impugnados 
y de la disposición transitoria tercera. Anula seis ar- 
tículos y respecto de los otros dos restantes hay apar- 
tados sobre los que se pronuncia por su no legalidad 
y otros que declara conforme a Derecho. Una primera 
conclusión que se deriva de esta sentencia es que prác- 
ticamente lo que ha hecho el Tribunal Supremo es con- 
firmar la legalidad del bloque fundamental de este 
Reglamento de Inspección. Los artículos sobre los que 
se ha pronunciado el Tribunal Supremo como ilegales 
son artículos que afectan fundamentalmente a cuestio- 
nes procedimentales y formales. De hecho, establecen 
disposiciones en relación con el lugar y el tiempo de 
realización de las actuaciones inspectoras y declara nu- 
los aquellos artículos relativos a dichas actuaciones fue- 
ra de los días y horas del calendario laboral. Esto es 
lo que fundamentalmente está declarando ilegal la sen- 
tencia del Tribunal Supremo. Por lo tanto, es una sen- 

tencia que tiene muchísimo menor alcance que el que 
desde algunas instancias se ha pretendido señalar. 

Concretamente, declara ilegal que la Inspección ac- 
túe en los locales donde el interesado desarrolla su ac- 
tividad económica fuera -esto es lo importante- de 
los días y horas del calendario laboral correspondien- 
te, articulo 23.3 del Reglamento. Declara ilegal entrar 
en los locales donde el inspeccionado desarrolla su ac- 
tividad económica fuera -también aquí el fuera es 
importante- de su horario normal laboral. Básicamen- 
te lo que está diciendo es: Señores inspectores tributa- 
rios hagan ustedes su trabajo, pero háganlo dentro de 
las horas laborales, no entren fuera de esta horas. Este 
es el único alcance. 

Hay otra cuestión que también es interesante seña- 
lar, ya que usted la plantea, relativa a la declaración de 
nulidad, del artículo 39.3, en donde, también en rela- 
ción con las facultades de inspección, el Tribunal Su- 
premo restringe el concepto de domicilio familiar. Ahí 
lo que declara nulo es entrar en fincas que al mismo 
tiempo, además de la actividad laboral, se dediquen a 
casa-habitación y al ejercicio de actividad económica 
sin observar los requisitos precisos para la entrada en 
domicilios particulares. Dice que en estos casos no es 
que no se pueda entrar, sino que se deben observar es- 
tos requisitos. Es decir, no puede entrarse sin consen- 
timiento de los interesados, en los casos en los que haya 
domicilio particular, salvo que exista autorización o 
mandamiento judicial. Le agradezco su pregunta por- 
que estas precisiones son interesantes para poner en 
contexto esta sentencia y poner de manifiesto también 
que el alcance de las mismas es relativamente limita- 
do. Ni mucho menos, a raíz de esta sentencia se va a 
parar la actuación de la Inspección tributaria. 

En lo que respecta a las sanciones, en anterior oca- 
sión tuve la oportunidad de manifestar que en el con- 
texto de la revisión de la reforma de la Ley General 
Tributaria, estamos estudiando todo el cuadro de san- 
ciones y la figura del delito fiscal que, caso de que es- 
tuviera lista y de que la discusión del proyecto de ley 
de reforma de Código Penal evolucionara con rapidez, 
intentaríamos presentar como enmienda antes de que 
dicho trámite finalizara. 

Paso a responder al señor Espasa, en representación 
de Izquierda Unida. Sobre el fraude fiscal, me remito 
a lo que he dicho anteriormente. Le recomendaría 
-estoy seguro de que lo va a hacer- que leyera con 
atención el documento que he repartido, porque del 
mismo se desprende la gran intensidad con la que la 
Agencia ha trabajado en 1992 y, lo que es más impor- 
tante, creo yo, la capacidad, la potencialidad, que tiene 
una organización de este tipo que es muy consolidada, 
que está dotada de unos medios muy potentes y moder- 
nos, que tiene una efectividad realmente muy grande, 
tanto en términos absolutos como comparativos, con 
respecto a lo que pueden hacer otras administraciones 
tributarias en otros países, incluso mucho más desa- 
rrollados que nosotros. Podemos estar muy orgullosos 
de nuestra administración tributaria. Me remito a ello 
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porque creo que ésta es la forma de plantear con rigor 
lo que la Administración puede hacer, debe hacer y es- 
tá haciendo, para luchar de la forma más eficaz y efec- 
tiva posible contra el fraude fiscal. 

En su siguiente pregunta ha hecho referencia a la opi- 
nión del juez Moreiras. No me gusta opinar sobre autos 
o sobre disposiciones, pero lo que sí le puedo decir es 
cuál es la opinión que mantiene la Administración tri- 
butaria y es que si no media requerimiento judicial o 
de la administración tributaria, un contribuyente siem- 
pre puede presentar una declaración complementaria 
y bajo estas condiciones la administración tributaria 
le va a aceptar esta declaración complementaria. N o  
sólo se la va a aceptar, sino que en el caso de que este 
contribuyente esté incurso en un proceso judicial va a 
notificar al juez que este contribuyente ha presentado 
una declaración complementaria y el volumen por el 
cual ha presentado la declaración complementaria. 
Ahora bien, jcuál va a ser la decisión final sobre este 
caso en el que, además de haber presentado la declara- 
ción complementaria esté incurso en un procedimien- 
to judicial? Es una cuestión sobre la que no voy a 
responder, porque no me compete a mí responder. La 
decisión final sobre este caso la debe tener, naturalmen- 
te, el juez que se ocupa de este proceso. Esta es la posi- 
ción de la Administración. 

Sobre las cesiones de crédito y la situación de una 
determinada entidad financiera, me permitirá su seño- 
ría que en esta pública no me manifieste sobre esta 
cuestión, porque no me lo permite la Ley General Tri- 
butaria. No debo hacer manifestaciones sobre contri- 
buyentes concretos, sean éstos de la dimensión y 
naturaleza que sean. Otra cosa es que usted quiera so- 
licitar una comparecencia en la Comisión, pero no pú- 
blica, para tratar de esta cuestión. Entonces, 
posiblemente pueda hacer otras manifestaciones. Re- 
pito que en estos momentos, siguiendo lo que determi- 
na la Ley General Tributaria, no puedo hacer 
manifestaciones sobre contribuyentes específicos, só- 
lo sobre contribuyentes en términos agregados y esta- 
dísticos. 

En lo que respecta al Impuesto sobre Sociedades, 
cuando lea este documento verá su señoría que preci- 
samente en este Impuesto ha habido una gran activi- 
dad, un volumen importante de deuda levantada; por 
lo tanto, ha habido mucha actividad inspectora en este 
Impuesto. Sin embargo, creo que esto no debería des- 
viarnos de lo que ha sido el problema básico en la re- 
caudación del Impuesto sobre Sociedades en 1992. N o  
creo que haya habido ningún cambio significativo en 
lo que respecta al comportamiento de los contribuyen- 
tes, sino que lo que ha ocurrido es que ha habido una 
desaceleración económica importante, como se mani- 
fiesta por el gran incremento -y esto es algo que he 
tenido ocasión de comentar con ustedes- de solicitu- 
des de aplazamientos por parte de contribuyentes en 
el citado Impuesto sobre Sociedades. Esta es la razón 
fundamental del descenso en la recaudación de este Im- 
puesto, más que cambios en el comportamiento. 

Su última pregunta se refiere a las retenciones en ori- 
gen para el capital. Ya sabe usted cuál es nuestra posi- 
ción, que quedó puesta de manifiesto con la iniciativa 
que tomamos cuando ostentamos la Presidencia del 
Consejo Europeo. Intentamos que los distintos Estados 
miembros consideraran la oportunidad de establecer 
una retención mínima, armonizada en el origen, para 
rentas dé capital. Esta fue una iniciativa que no pros- 
peró, pero que sigue representando la postura del Go- 
bierno. En una próxima ocasión volveremos a 
plantearla a nuestros socios europeos, porque creemos 
que esa sería la forma correcta de solucionar este pro- 
blema. De momento, como usted también ha señalado, 
esto no es así por razones que van más allá de lo que 
son nuestras competencias y nuestra capacidad. Por 
tanto, tenemos que adaptarnos a la situación a través 
de medidas de carácter nacional que armonicen la si- 
tuación y la pongan en un nivel similar a lo que es la 
tributación de estas rentas de capital en otros países 
europeos; por necesidad, no por deseo. 

Finalmente, paso a responder a las preguntas de la 
señora Juan. Respecto a las veintiuna condenas de de- 
lito fiscal, quiero señalar que es interesante este punto 
porque demuestra, efectivamente, que esta figura se es- 
tá consolidando. Piensen ustedes que ésta era una fi- 
gura que no existía hace tan sólo diez años. Es, por 
tanto, una figura que requiere de un tiempo para que 
el sistema judicial la vaya identificando, comprendien- 
do, vaya desarrollando una jurisprudencia acerca de la 
misma y, por tanto, que vaya integrándose dentro de lo 
que son las relaciones normales entre el sistema judi- 
cial, el sistema ejecutivo, por una parte, y entre la ad- 
ministración tributaria y los contribuyentes por la otra. 
Creo que este proceso está yendo de forma inexorable 
hacia la consolidación de esta figura de delito fiscal. 
Y tanto es así que en las reformas de esta figura que 
estamos contemplando y a las que he hecho referencia 
anteriormente, vamos a tratar de tener en cuenta este 
punto y a no introducir cambios sustanciales, porque 
creemos que esto sería terrible, pues interrumpiría en 
alguna medida este proceso de consolidación. El enfo- 
que va a ser el mismo. Va a ser un delito que se va a 
identificar por vías objetivas, es decir, a través de lími- 
tes en lo que respecta a la cuota defraudada -en este 
sentido, vamos a estar en una situación similar a la que 
estamos ahora-, y lo que pasa es que vamos a reconsi- 
derar este límite, la estructura del mismo, y sobre todo 
vamos a dar respuesta a las prescripciones de los pe- 
ríodos impositivos de forma más clara que lo que exis- 
te en estos momentos. Estas son las dos líneas básicas 
que vamos a tratar de abordar en lo que respecta a la 
modificación o a la mejora técnica, si ustedes quieren, 
de lo que es la figura del delito fiscal: por una parte, 
la caracterización de la misma y, por la otra, toda una 
serie de cuestiones relativas a la presentación de de- 
claraciones complementarias, a la interrupción de los 
períodos de prescripción, etcétera. 

La última pregunta que ha formulado la señora Juan 
se refiere a las líneas generales del plan estratégico de 
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la Agencia. He tenido ocasión en mi exposición de se- 
ñalar cuánto énfasis estamos poniendo en la necesidad 
de integrar las actuaciones de la Agencia. La Agencia 
debe considerarse como una organización unitaria y, 
por tanto, todas sus actuaciones deben estar perfecta- 
mente integradas. No puede ser que por un lado vaya 
la inspección, por el otro lado la gestión y por el otro 
lado la recaudación. Todo tiene un mismo objetivo, que 
es, como el señor Espasa mencionaba anteriormente, 
tratar de llegar al máximo en lo que respecta a la uni- 
versalización del cumplimiento de las obligaciones fis- 
cales. Este es el objetivo, y a este objetivo deben 
contribuir todas las funciones que se desarrollan den- 
tro de la Agencia. 

Esta es la línea fundamental que perseguimos incor- 
porar dentro de lo que es el plan estratégico o la reor- 
ganización de la Agencia: integrar de forma mucho más 
efectiva las labores de inspección, de gestión y de re- 
caudación para tratar de forma más eficaz y eficiente 
tanto la lucha contra el fraude fiscal, como el servicio 
que damos a los ciudadanos para que puedan cumplir 
con sus obligaciones fiscales. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 

Concluido el debate, se levanta la sesión. 
Zabalza. 

Eran las doce y cuarenta minutos del mediodía. 
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